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CAPITULO 1 

SUMARIO: 1.- Actividad del Estado tendiente a prevenir 
y reprimir la delincuencia. 2.- Relación jurídico-material 
de Derecho Penal. 3.- Relación jurídico-procesal. 4.- Nor­
m.as de Derecho Penal y de Procedimientos Penales. 

, 5.- Concepto de Derecho Procesal Penal. 6.- Concepto de 
Proceso Penal. 7.- Procedimiento Penal y Procedimiento 
Judicial en el Código Federal de Procedimientos Penales. 
Comentarios breves. 8.- El procedimiento judicial en rela­
ción con otras etapas del procedimiento penal. 

1.-- ACTIVIDAD DEL ESTADO TENDIE~TE A PREVE­
XIR y REPRIMIR LA DELINCUENCIA. 

Para estar en posibilidad de estudiar el OBJETO DEL 
PROCESO PENAL, es necesal'io analizar ¡as cuestiones jurídi­
cas que le dan vida y lo conforman. 

En primer lugar, vamos a estudiar cómo se realiza la acti­
vidad del Estado tendiente a prevenir y reprimir la delincuencia. 

Con la finalidad de proteger el interés de la sociedad, los 
individuos Ol"ganizados jurídica y políticamente, facultaron a 
sus representantes, con el objeto de dictar normas que regularan 
la conducta de los hombres, estableciendo delitos, penas y medi­
das de seguridad. 

De las leyes penales se deriva una relación jurídica entre 
el Estado y los particulares. Esta relación existe en abstracto, 
en la Ley, y de ella se derivan facultades y deberes. Al Estado 
compete el derecho de prevenir y reprimir la delincuencia. A los 
gobernados, les corresponde observar las normas penales. 
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2.-, RELACION JURIDICO-~1ATERIAL DE DERECHO 
PENAL. 

En el momento en que el individuo o individuos violan la 
ley penal, se actualiza la facultad del Estado consignada en el 
"ius puniendi" y se causa una relación material, entre el Esta­
do y el particular que se supone ha cometido el delito. 

Por tanto, esta relación material ele derecho penal, tiene 
como fuente a la ley y como causa al delito. 

No es suficiente actualizar la facultad punitiva del Estado 
en un caso concreto. para estar en posibilidad de aplicar la pe­
na marcada por la ley. En la protección del interés sucia!' es 
necesario se compruehe y declare dicha facu1tad pUl1iti\<l, para 

evitar injusticias en la imposición ele las pellas. 
El Estado ha proteg'ido esta garantía, estableciendu en la 

ley una serie de actos relativos. encomendados al Organo Ju­
dicial, para estudiar la relación J urídico-l11aterial de Derecho 
Penal. 

3.~ RELACIOX JURTDICO-PROCESAL. 

De acuerdo con el Derecho de Procedimientos Penales, el 
Estado hace valer la tacnltacl punitiva que le pertenece, ante un 
Juez Penal mediante el l:jcrcicio de la acción penal. 

Así nace una nue\'a relación jurídica int:,gTada por el 01'­
gano Jurisdiccional, el Representante Social y el acusado. 

La naturaleza de esta relación es de carácter procesal y en 
ella se comprobará y declarará, en su caso, la concretización de 
la facultad del Estado, para reprimir la delincuencia y s~ impon­
drán las penas señaladas por la ley. 

Ernest Beling considera: "El llamado (jus punicndi), no 
es una facultad penal, sino una simple pretensión (Strafans­
pruch)". (l) 

(1) Derecho Procesal Penal. Editorial Labor. 1943. Traducción de Miguel 
F enech. pág. 1. 
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Pero el derecho a preyenir la delincuencia y a reprimirla, 
no nos parece una mera pretensión del Estado, es mas bien una 
facultad deber que tiene su fuente en la ley y busca proteger 
los intereses ele la sociedad. En ese sentido la legislación mexi­
cana, se manifiesta en l()s artículos 17 y 21 (le la Constitución 
Política de los Estados Cniclos ?\Iexicanos. 

4.- NORMAS I DERECHO PE:\L\JJ y DE PRüCEDI-

Como corolario señalamos la necesidad de la existencia del 
procedimiento penal, para la aplicación del Derecho Penal. 
Xuestra Constitl1ci{ll1 ha eleyado a la categoría de g-arantía in­
diyidual el principio ele ";(emo clanmatnr n1s1 per l~g:ale iucli­
cium" o "nulla 1mena sine jndicio". consagrado en el artículo 
14. Además hace referencia al procedimiento, proceso, juicio e 
instancia en los artículos le), 19. 20. 23 \' 107. como acertada­
mente lo anota el L,iccnciado Guillenno Colín Sánch·~z en su 
Derecho MexicanD de Procedimientos Penales. (2). 

El Derecho Penal regula conductas estableciendo delitos 
con sus respectivas penas y medidas de seguridad. 

La aplicación de las penas. 110S dice (~ómez Orbaneja, no 
puede quedar al arbitrio del Estado. sino que es necesario un 
juicio previo basado en la le:'. Es tan importante este principio, 
que ni el Estado. ni los particulares pueden renunciar al proce­
so imponiendo o aceptando las penas sin él. (3). 

En Derecho "Mexicano de Procedimientos Penales, el Es­
tado, como titular de la soberanía nacional y en el ejercicio de 
su actividad para proteger a la sociedad en contra ele la delin­
cuencia, ha confiado al Poder LegislatinJ. la elaboración de las 

(2) cfr. Derecho Mexicano de Procedimientos Penales. Editorial Porrua, S. A. 
1964. pág. 70. 

(3) Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Tomo 1, Bosch, Casa 
Editorial. Barcelona 1947. p. p. 33. 
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leyes penales y las de los procedimientos penales. Al Poder 
Ejecutivo ha otorgado en exclusividad, el eiercicio de la acción 
penal y la ejecución de las sentencias definitivas en materia pe­
nal. Al Poder Judicial, confirió la comprobación y declaración 
de haberse actualizado, en cada caso concreto, la facultad -pu­
nitiva del Estado, imponiendo las penas señaladas por la ley. 
Lo anterior está prescrito en el artículo 21 y en las fraes. VI y 
XXI del artículo 73 de' nuestra Constitución Política. 

La ley ha normado el ejercicio de funciones de estas auto­
ridades, delimitando actividades y fijando formas tendientes a 
la protección del interés social e individual. Debemos distinguÍr 
dos tipos de leyes paira ese efecto dictadas. En primer lugar, 
anotamos aquellas leyes que fijan delitos, penas y medidas de 
seguridad. Ellas crean la relación jurídica de Derecho Penal, 
en abstracto, dando "ida a la facultad punitiva del Estado. Por 
tanto son normas de Derecho Penal. 

En segundo lugar, hay leyes que fijan el procedimiento a 
seguIr para la aplicación del Derecho Penal. Ellas son materia 
de estudio del Derecho de Procedimientos Penales. 

s.,..... CONCEPTO DE DERECHO PROCESAL PENAL. 

Vincenzo ~1.anzini indica, el Derecho Procesal Penal, se 
encuentra integrado por un " ... conjunto de normas directa o 
indirectamente sancionadas, que se fundan en la institución del 
órgano jurisdiccional y regulan la actividad dirigida a la deter­
minación de las condiciones que hagan aplicable en concreto el 
Derecho Penal sustantivo" (4). 

Eugenio FIorian define el Derecho Procesal Penal como, 
" ... el conjunto de normas jurídicas que regulan y disciplinan 
el proceso, sea en su conjunto, sea en los actos particulares que 

(4) Tratado de Derecho Procesal Penal, Tomo 1, Ediciones Jurídicas Europa. 
América, Buenos Aires, 1951, traducción por Santiago Sentl::' MelendQ y 
Marint> Ayerra Redín. Pág. 107. 
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lo integran. (5). Otros autores como ]iménez Asenjo (6) y 
Miguel Fenech (7) consideran el proceso penal como objeto 
único del Derecho de Procedimientos Penales . 

La legislación mexicana utiliza la expresión "Derecho de 
Procedimientos Penales"; así la Ley Adjetiva Penal. se intitula: 
Código de Procedimientos Penales. En doctrina mexicana, el 
maestro Guillermo Colín Sánchez usa la expresión Derecho de 
Procedimientos Penales en lugar de Derecho Procesal Penal, 
la cual preferimos utilizar por ser más técnica. Al efecto, aco~ 
gemos las razones sostenidas por nuestro procesalista mexicano, 
en el sentido de que en primer lugar, el Código de la materia 
lleva el nombre de "Código de Procedimientos Penales", en se­
gundo lugar, nuestra ley adjeti\"a penal incluye diversos proce­
dimientos. minoría de edad, enajenación mental, toxicómanía. 
y responsabilidad oficial. (8). Por otro lado, en derecho mexi­
cano, el término Derecho Procesal Penal, gramaticalmente li­
mita los alcances de su objeto de estudio al proceso penal, ha­
ciendo a un lado instituciones tan importantes en el procedi­
miento, como son, la averiguación previa a la consignación a los 
Tribunales y la ejecución de sentencias. El Derecho Penal y el 
de Procedimientos Penales. se encuentran íntimamente relacio­
nados, pues ambos fueron creados para prevenir y reprimir la 
delincuencia. 

~L?bje.t"o del r¿~recho ~l, es el estudio de los delitos, 
las penas y las medidas de seguridad. El objeto del Derecho de 
Procedimientosp~ºªl~s, es el de estudi-;i7Tas forr;:;as-i segi.lir-
en i~-ap1icación del Derech¿-PenaJ._._ .. 

(5) 

(6) 

(7) 

(8) 

El Derecho de Procedimientos Penales. además de coadvu-

Elementos de Derecho Procesal Penal. Editora! Bosch. Trad. L. Prieto 
Castro, Barcelona, 1934, pág. 14. 
cfr. Derecho Procesal Penal. Vol. 1, Editorial Revista de Defccho Pri­
vado. Madrid, S/F. pág. t. 
cfr. Curso Elemental de Derecho Procesal Penal. Librería" Bo:;ch, 1, ' 
Barcelona 1945. pág. 49. 
cfr. Obra cit3.da. pág. 12. 
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var a los fines del Derecho Penal, busca lograr su aplicación, 
conocer la personalidad del delincuente y su radaptación a la 
sociedad, a través de sistemas penitenciarios adecuados. En este 
sentido se puede interpretar el contenido del artículo 18 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

," 

L/ 6.- CONCEPTO DE PROCESO PENAL. 

Si el proceso penal se encuentra dentro de las formas seña­
ladas por la ley para el estudio de la relación jurídico-material 
de Derecho Penal, debemos encuadrarlo también dentro de la 
esfera de estudio del Derecho de Procedimientos Penales. 

El Proceso Penal, afirma Vincenzo Manzini, es " , .. el con­
junto de los actos concretos, previstos y regulados en abstracto 
por el Derecho Procesal Penal. cumplidos por sujetos públicos 
o privados, competentes o autorizados a los fines ~t'1 ejercicio 
de la jurisdicción penal, en orden a la pretensión punitiva hecha 
valer mediante la acción o en orden a otra cuestión legítima­
mente presentada al juez penal" (9). 

Para Eugenio Florian, el Proceso Penal se entiende como 
" , .. el conjunto de las actividades y formas, mediante las cua­
les los órganos competentes, preestablecidos en la ley, observan­
do ciertos requisitos, proveen, juzgando, a la aplicación de la 
ley penal en cada caso concreto". (10). 

González Bustamante acepta la definición sustentada por 
Eugenio FIorían. (11) Manuel Rivera Silva estima que el pro­
ceso es " ... el conjunto de actividades debidamente reglamen­
tadas y en virtud de las cuales los Organos Jurisdiccionales rel> 
suelven sobre una relación jurídica que se les plantea". (12). 

(9) Obra citada, pág. 108. 
( 1 O) Obra citada, pág. '4. 
(J I ) Principios de Derecho Procesal Mexicano. Segunda Ediciéin. Ediciones 

Botas. 1945, pág. 210. 
(12) El Procedimiento Penal. Segunda Edic.iÓD. Editorial PO>rfua, S. A. 

México. 1958. pág. 149. 
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Sabiendo que la fuente del proceso penal es la ley, trata­
remos de anotar cuál es su causa, o para qué surge. 

Goldschmidt expresa, el proceso penal toma dda en rela· 
ción con la pena, o más bien, con el derecho subjeti\'() de penar. 
( 13). 

Al decir proceso penal, gramaticalmente estamos utilizando 
el concepto de "poena". Debemos recordar que la pena es la con­
secuencia de la norma penal y que la facultad de protección de 
los intereses sociales, hecha valer mediante el ejercicio de la 
acción penal. tiene :"u fuente en la norma y no en su conse­
cuencia. 

Es aplicable el razonamiento anterior a la idea de que el 
proceso se origina en relación al delito. puesto que éste es el 
presupuesto de la norma penal. 

Florian nos dice, el proceso penal nace para e::tndiar la re· 
lación jurídico-material de Derecho Penal. (14). 

Estas ideas traen aparejado el. e~Jldiº-cJ~J._QJ.Ü~.tQ.delpr.Q... 
~~so penal. A reserva de examinar este asunto posteriormente, 
(supra. pág. 61) acogemos la teoría mencionada en el párrafo 
anterior. 

9.~ PROCEDlI\HENTO PENAL. 

De lo expuesto se deriva, que el proceso penal ,corresponde 
a los actos que la ley fija, para lograr la comprobación y decla· 
ración de la facultad punitiva del Estado. 

En nuestra legislación, el Código Federal de Procedimien­
tos Penales, en su artículo 10 .. divide al procedimiento penal 
federal en cuatro períodos, a saber: 

1.- El de averiguación previa a la consignación a los Tri. 
bunales. 

(13) Problemas Jurídicos y Políticos del Proceso Penal. Bosch Casa Edito­
rial. 1935. p. p. 26, 31, 50. 

( '4) Cfr. Obra citada 'pág. 49. 
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2.>-' El de instrucción. 

3.,..... El de juicio. 

4.~ El de ejecución. 

El artículo 40. del mismo ordenamiento dispone: "Los pe­
ríodos de instrucción y juicio constituyen el procedimiento judi­
cial, dentro del cual corresponde exclusivamente a los Tribuna­
les Federales resolver si un hecho es o no delito federal, deter­
minar la responsabilidad o irresponsabilidad de las personas 
acusadas ante ellos e imponer las sanciones que procedan con 
arreglo a la ley". 

Los artículos anteriores establecen: a) en cuántos perío .. 
dos se divide la actividad del Estado para reprimir la delincuen­
cia en materia federal: (procedimiento penal en el sentido am­
plio). b) cn cuáles se comprueba y declara la facultad punitiva 
del Estado: (período en que se desarrolla la actividad jurisdic­
cional o procedimiento judicial). 

Hemos visto la distinción hecha por el Código de la mate­
ria dentro del procedimiento penal. 

V camos ahora cuándo se inicia y concluye el proceso penal 
y si los períodos de averiguación previa a la consignación a los 
Tribunales y ejecución de sentensia, deben o no, incluirse en el 
procedimiento judicial, de acuerdo con la teoría. 

Para señalar el inicio y final del proceso penal, debemos 
repasar los siguient~s conceptos. 

Anotamos anteriormente, la actividad del Estado para re­
primir la delincuencia, se encuentra regulada por la ley. (infra. 
p. p. 13 14) Se encomienda a los Tribunales el estudio de la rela­
ción jurídico-material de Derecho Penal, que surge a raíz de la 
comisión del delito. Se faculta al Ministerio Público para ejer­
cer la acción penal. Se reconoce al acusado el derecho de actua­
ción de su defensa. 

En el momento en ,que el Juzgador toma conocimiento de 
los hechos que el Ministerio Público fija como base de la acción 
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penal, nace una relación jurídica integrada entre: Juez Penal, 
l\ilinisterio Público y acusado. 

Con el auto de inicio o auto cabeza de proceso, da principio 
una serie de actividades, previstas por la ley, para el c1esarrollu 
de la función jurisdiccional que culminan cuando el Juez en la 
sentencia, declare los preceptos de derecho aplicables al caso 
sometido a su conocimiento. 

En otras palabras, mientras no se integre la relación jurídi­
co-procesal, no nace el proceso penaL Cuando se dicta sentencia 
resolviendo sobre la actualización o no, del derecho del Estado 
a proteger a la sociedad, en cada caso concreto, contra el infrac­
tor de la ley, terminará el proceso penal. 

La sentencia ejecutoriada es la culminación de la actividad 
jurisdiccional, al poner fin a la controversia, dictando el Dere­
cho. Como consecuencia, desaparece la relación jurídico-proce­
sal, en virtud de haberse hecho una declaración judicial en rela­
ción con su objeto de estudio. 

Estamos partiendo de la base de que la naturaleza jurídica 
del proceso es la de ser una relación jurídica. 

Posteriormente nos adentraremos en este problema, para 
fundamentar los puntos de \'ista expuestos. (Supra. pág. 30). 

Para establecer si los períodos de averiguación previa a la 
consignación a los Tribunales y Ejecución de sentencia en ma~ 
teda penal, deben incluirse o no dentro del proceso penal, segui­
remos los siguientes criterios de distinción: 

1) Naturaleza jurídica del órgano del Estado que realiza 
la actividad propia del período de acuerdo con la ley. 

II) Clase de actividad que se efectúa en los períodos mencio­
nados con letras a y b. 
Examinemos ya el primer criterio: Comprende: 

A) Averiguación previa a la consignación a los Tribunales. 

Nuestra Constitución confiere al Ministerio Público la per-
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secución de los delitos y a la Autoridad Judicial, la imposición 
de las penas. (15) 

En la persecución de los delitos, el Ministerio Público debe, 
en su caso, despu::s de realizar investigaciones y cumplir requi­
sitos mencionados en la ley. ejercitar la acción penal. Así 10 
ordenan las disposiciones cDntenidas en: Capítulo Primero del 
TítulD Segundo: Capítulo Unico del Título Tercero, ambos del 
CódigD Federal de Procedimientos Penales. Capítulo Unico del 
dd Título Primero de la Ley Orgánica del Ministerio Público 
Federal. Capítulos Primero y Segundo, Sección Segunda del Tí­
tulo Segundo del Código de Procedimientos Penales pa.ra el Dis­
trito y Territorios Federales. Capítulo Primero, Título Prime­
ro, de la Ley Orgánica del Ministerio Público del Distrito y 
Territorios Federales. 

Manda nuestra ley en las disposiciones mencionada.s en el 
párrafo anteriDr, que el Ministerio Público, y la Policia Judicial 
en su auxilio, deben proceder a la investigación de los delitos, 
en cuanto tengan noticia de su wmisión. Deben practicar dili­
gencias tendientes a recopilar los requisitos exigidos por el 
artículo 16 de la Constitución Política de lDS Estados Unidos 
Mexicanos. Si se han llenado dichos requisitos deberán consig­
nar los hechos considerados delictuosos, ejercitando la acción 
penal ante la Autoridad] udicial competente. 

En atención al carácter público del interés social protegi­
do, se ha otorgado en exclusividad al Ministerio Público, Orga­
no del Poder Ejecutivo, el ejercicio de la acción penal. 

Como es claro, esta actividad la realiza un Organo del Po­
der Ejecutivo y no del Judicial, por 10 que desde el punto de 
vista de la naturaleza jurídica de la autoridad que la efectúa, no 

( 1 5) Art. 21 de nuestra constitución PoI. El artículo 20. del Título Preli­
m'nar del Código de Procedimientos Penales del Distrito y T erÑtori08 
Federales concede. en exclusividad al Ministerio Público, el ejercicio de 
la acción penal. 
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podemos incluir al período de la averiguación previa a la consig­
nación a los Tribunales. dentro del proceso penal. 

B) Ejecución de sentencia en materia penal. 
La ejecución de las sentencias irrevocables en materia pe­

nal, es facultad del Poder Ejecutivo. Así lo disponen los artícu­
los 5 y 529 del Código Federal de Procedimientos Penales. El 
Artículo 575 del Código de Procedimientos Penales para el 
Distrito y Territorios Federales, encomienda al Departamento 
de Prevención Social, la ejecución de las sentencias irrevocables. 
Este departamento depende del Poder Ejecutivo. 

El artículo 18 de nuestra Constitución, en su segundo pá­
rrafo, preceptúa, corresponde al Gobierno de la Federación y 
de los Estados organizar en sus respectivos territorios los 
sistemas penales. 

La reforma a este artículo, aprobado por el Senado de la 
República el 18 de Noviembre de 1964, que deberá ser sanciona­
da por las Legislaturas locales, expresamente habla de que la 
ejecución de las sentencias compete al Poder Ejecutivo. 

De 10 anotado y en atención a la naturaleza jurídica del 
Organo del Estado que lleva a efecto el período de ejecución de 
sentencia en materia penal, tampoco puede incluirse dentro del 
proceso penal. 

Examinemos a continuación el 20. criterio: comprende: 

A ) Averiguación previa a la consignación a los Tribunales. 
En algunos países como Estados Unidos ele Norte América 

y Alemania, se desarrolla un procedimiento sumarísimo, ante 
la Autoridad Judicial, para resolver si se va a iniciar el proceso 
penal por determinado delito. 

En nuestro País se utiliza un sitema diferente. Se fija por 
la ley correspondiente. un procedimiento de averiguación previa, 
que tiene por objeto investigar hechos. recabar pruebas y una 
vez reunidos ciertos requisitos señalados en la ley. iniciar la 
acción penal si procede. 
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Este período no tiene por objeto estudiar la relación ju­
rídico-material de Derecho Penal, ni declarar la actualización 
del poder punitivo del Estado. En él no se juzga, sino se inves­
tiga. No impone penas, sino, ejercita la acción penal. Por tanto 
no es actividad jurisdiccional, sino únicamente administrativa. 

B) Ejecución de sentencia en materia penal. 
Este' periodo nace una vez que se ha dictado sentencia, y 

ésta ha causado ejecutoria. Tiene por objeto la aplicación efec­
tiva de la pena decretada por el Juzgador, procurando la readap~ 
tación del delincuente a la sociedad. 

En virtud de que no se realiza la función jurisdiccional en 
este período, tampoco se puede considerar como actividad del 
J llCZ, sino C01110 función administrativa. Guillermo Colín Sán­
chez opina , .... el procedimiento p~llal tt1rmina cuando la sen­
tencia ha alcanzado la categoría de cosa juzgada". (16) Por 
ello, continúa dicienuo el autor, la etapa de ejec:ución de senten. 
cia. debe formar parte del contenido del Derecho Penitenciario. 
(16) 

En adición a las razones anotadas, podemos decir que en 
estos períodos no se constituye la relación jurídico ........ procesal que 
informa al proceso penaL En la averiguación previa a la consig­
nación, todavía no se integra. En la ejecución de sentencias en 
materia penal, dejó de tener vigencia. 

En ambas etapas se dan relaciones jurídicas, pero no son 
del caracter que informa al proceso penal. 

Gómez Orbaneja sostiene que el período de ejecución de 
sentencias, debe estudiarse con cuidadú. Sugiere distinguir la 
ejecución de la sentencia y ejecución de las penas, o lo que es lo 
mismo, el cumplimientú de la condena. Las segundas suponen 
una regulación y actividad administrativa.. En cuanto a los 
actos que realiza el J l1zgador para promover la condena, confor-

( 16) Obra citada, pág. 228. 
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me a las leyes sustantivas y adjetivas, forman parte del proceso 
pena1. (17) 

Esta es la forma en que el Derecho Penal y Procedimien­
tos Penales, proveen en la esfera de actividades del Estado, 
para proteger los intereses de la sociedad en contra de la delin­
cuenCIa. 

De las cuestiones planteadas surge la necesidad de estudiar 
con cuidado lo referente a la naturaleza jurídica que informa 
al proceso penal, a la actividad desarrollada por los sujetos que 
en él intervienen y todo con la finalidad de poder estudiar 
adecuadamente el tema de este trabajo: El objeto del proceso 
penal. 

( 1 7) cfr. Obra citada pág. 57. 

-23-



BIBLIOGRAFIA CAPITULO l. 

Acero Juilo 

ík1inF Erncst , , 

Procedimiento Penal. Editorial 
Cajica. Puebla 1961. Primera 
Parte. Capítulo Primero. Págs: 
13 a 18. 

Derecho l)roccsal Penal. Editorial 
Labor. 1943. fntroducción Págs. 
1, 19 a 23. 

Carnelutti Francesco Lecciones sobre el Proceso PenaL 
Dosch y Compañía. Editores. Bue-
110S Aires. 1950. Premisa, págs. 
57 a 6S: Primera Parte, págs. 69 
a 72. Libro llrimero, Título Pri­
mero, pág's: 76 a 83. 

Castro .\láximo Curso de Procedimientos Penales. 
Biblioteca Jurídica Argentina. 
1937. Capítulo Primero, págs. S 
a 8; Capítulo Cuarto, pág's. 162 a 
169. 

Colín Sánchez Guillermo. Derecho Mexicano de Procedi­
mientos Penales. Editorial Po­
rrua, S. A. 1964, Capítulo Prime­
ro, págs: 12, 70; Capítulo Cuarto 
Segunda Parte. pág: 228. 

Coquihus Juan Emilio Teoría y Práctica del Derecho 
Procesal Penal. Tomo Primero. 

-24-



Fenech "Miguel 

Florían Eugenio 

Goldschmidt James 

Gómez Orbaneja Emilio 

Jiménez Asenjo Enrique 

Editorial Bibliográfica Argentina. 
1951, capítulo pl'imero págs: 15 a 
20. 

Curso Elemental de Derecho Pro­
cesal Penal. Tomo Primero, libro 
primero, capítulo primero, págs: 
5 a 43; capítulo segundo págs. 49 
a 52, 60 a 64. Librería Dosch. 

Elementos de Derecho Procesal 
Penal. Editorial Bosch. Traduc­
ción L. Prieto Castro. 1934. Edi­
ción española. Capítulo Primero, 
págs: 1-t a 26; capítulo segundo, 
págs: 39 a 42; capítulo cuarto, 
págs: 80 a 86. 

Problemas Jurídicos y Políticos 
ele 1 Proceso Penal. Bosch. Casa 
Editorial. 1933. Capítulo Prime­
ro. págs: 7 a 22; capítulo tercero, 
págs: 43 a 65, 26, 31, 50. 

Comentarios a la Ley de Enjuicia­
miento Criminal. T01110 Primero, 
1305ch Casa Editorial. Barcelona. 
1882. Título primero, capítulo p:ri­
mero, pág: 57. 49 a 62. 

Derecho Procesal Penal, volumen 
primero. Editorial Revista de De­
recho Privado. Madrid, capítulo 
primero, pág': 19; capítulo cuarto, 
págs: 63 él 76. 

-25-



Jofre Tomás 

ÑIanzini Vincenzo 

Riquelme B. Víctor . 

Manual de Procedimiento Civil y 
Penal. Tomo primero. Editorial 
La Ley. Buenos Aires. 1941, capí­
tulo primero, págs: 29 a SO. 

Tratado de Derecho Procesal Pe­
nal. Tomo Primero, Ediciones Ju­
rídicas Europa América, Buenos 
Aires. Traducción al espai'iol por 
Santiago Sentís Melendo y :vIari­
no Ayerra Redín. 1951. capítulo 
segundo, págs: lOí y lOR 

Instituciones de Derecho Procesal 
Penal. Editorial Atalaya. Buenos 
Aires. 1946. Capítulo pnmero, 
págs: 13 a 20. 

-26-



CAPITULO II 

NATURALEZA JURIDICA DEL PROCEDIMIENTO 

PENAL Y ETAPAS QUE LO INTEGRAN. 





CAPITULO 11 

SüMARIO: 1.- Su importancia. 2.- ::--.Jaturaleza Jurídica 
del Procedimiento Penal. l'\atllrakza Jurídica de la eta­
pa de Averiguación Prcyia a la consignación a los Tribuna­
les. Naturaleza Jurídica del Proceso Penal. A.--' Teoría 
Contractual. n.- Teorla Cuasicontractllal. c.- Teoría de 
la Relación Jurídica. D.- Teoría de la Situación Jurídica. 
E.- Teoría ele la Institución Jurídica. 5.- Naturaleza jurí­
dica de la etapa de Ejecución de Sentencias en materia Pe-
nal. Comentarios. 

1.- SU IMPORTANCIA. 

Eduardo Couture nos dice que , .... el estudio de la natura­
leza jurídica del proceso ci"iI. consiste. ante todo. en determinar 
si éste fenómeno forma parte de alguna ele las figuras conocidas 
del derecho o si por el contn:trio constituye por ;:,í solo una cate­
goría especial". (18) 

Estas mismas ideas pueden aplicarse al estudio de la natu­
raleza jurídica del Procedimiento Penal y a cada una de las eta­
pas que 10 integran. 

La importancia del estudio de este tema en el trabajo a 
desarrollar, radica en el hecho de que es necesario conocer la 
naturaleza jurídica del proceso penal. para investigar después. 
cual sea el objeto. de estudio de la relación jurídico-procesal. 

(18 ) Fundamentos de Derecho Procesal Civil. T ereera Edición. Roque Depal. 
ma Editor. Buenos Aires. 1958. pág. t 24. . 
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2.- NATURALEZA JURIDICA DEL PROCEDHvIIENTO 
PENAL. 

El Procedimiento Penal Mexicano ha sido instituído, por 
la ley, para reglamentar la facultad del Estado de reprimir la 
delincuencia y lograr la aplicación del Derecho Penal. 

En la doctrina mexicana, Guillermo Colín Sánchez, define 
el Procedimiento Penal Mexicano como " ... el conjunto de ac­
tos y formas legales que deben ser observados obligatoriamente 
por todos los que intervienen desde el momento en que se entabla 
la relación jurídico-material de Derecho Penal, para hacer facti~ , 
ble la aplicación de la ley a un caso penal concreto", (19). 

Juan José González Bustamante indica: "El Procedimiento 
Penal está constituido por un conjunto de actuaciones sucesiva­
mente ininterrumpidas y reguladas por las normas del Derecho 
Procesal Penal, que se inicia desde que se ha cometido un delito 
y procede a investigarlo y termina con el fallo que pronuncia el 
'Tribunal". (20). 

En las definiciones mencionadas, encontramos que, en el 
Procedimiento Penal Mexicano, se realizan una serie de actos 
y formas señaladas por la ley, obligatorios para quienes inter­
vienen en él. Dichos actos y formas nacen desde el momento en 
que se tiene conocimiento de la comisión de un delito. 

El Procedimiento P,enal, como toda actividad humana. se 
efetúa por sujetos que se encuentran actuando en relación, Los 
actos de uno de ellos, afectan a los demás y viceversa. Por ser 
contemplados y reglamentados por el derecho, producen conse~ 
cuencias jurídicas; de aquí que sea una relación jurídica de 
carácter procedimental. Para su ejercicio la ley ha dividido el 
procedimiento penal en varios períodos, que vienen a constituir­
se en sus especies. 

( 1 9) Obra citada. pág. 71. 
(20) Principios de Derecho Procesal Mexicano. 3ra. edición, EcEtol1ia! Porrua, 

S. A. México. 1959. pág. J 22. 
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Veamos cuál es la naturaleza jurídica de los períodos en 
que se descompone el procedimiento penal mexicano; si son re­
laciones jurídicas iguales o mantienen diferencias de especie. 

J 
3.- NATlJRALEZA JlJRIDICA DEL PERIODO DE AVE, 
RIGUACION PREVIA A LA CONSIGNACION A LOS TRI­
BUNALES. 

Como especie del procedimiento penal, su naturaleza jurí~ 
dica se constituye por una relación jurídica entre diversos suje­
tos. 

Como su nombre 10 denota, es una fase prc!1aratoria al 
ejercicio de la acción penal, en la que el Ministerio Público ejer­
ciendo su facultad de policía judicial, practica diligencias que le 
permitan integrar el cuerpo del delito y la presunta responsabi­
lidad. 

Otro de los sujetos que intervienen en esta relación es el 
detenido, quien deberá ser puesto a disposición del Juez Penal, 
dentro de las 24 horas siguientes a su detención. Así se despren­
de de la fracción XVIII del artículo 107 de 1:1 Constitución, que 
establece responsahilidad penal para el Agente de la Autoridad 
que no lo haga. El artículo 126 del Código Federal de Procedi­
mientos Penales, establece expresamente esta obligación. El 
artículo 272 del Código de Procedimientos Penales para el Dis., 
trito y Territorios Federales, dispone que el ),linisterio Público 
debe poner, inmediatamente y bajo su responsabilidad, al dete­
nido a disposición de la Autoridad Judicial. 

El l\Iinisterio Público podrá dentro de este lapso, interro. 
gar al detenido, utilizar la técnica pericial siempre que sea nece ... 
saria y solicitar informes de autoridades auxiliares y de terce. 
ros. Por su parte el aC~lsado estará en posibilidad de exigir que 
se respeten sus derechos, como el del término improrrogable 
para ser puesto a disposición del Juez penal y aportar pruebas 
que demuestren su no responsabilidad. 
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Cuando el presunto responsable ha huído, el representante 
social, después de llenar los requisitos del artículo 16 Constitu­
cional, debe poner en conocimiento elel Juez los hechos que se 
presumen dilíctuosos, ejercitar la acción penal y solicitar la ór­
den de aprehensión. Así 10 ordenan los artículos, primero, frac­
ción Ir de la Ley Orgánica del Ministerio Público Federal; 20, 
fracción IV de la Ley Orgánica del Ministerio Público del Dis­
trito y Territorios Federales; 136 del Código Federal de Proce­
dimientos Penales y, 30. del Código de Procedimientos Penales 
para el Distrito y Territorios Federales. 

En estos casos, materialmente no se ha completado la rela­
ción jurídica por ausencia del acusado. Más, en atención a la 
importancia de proteger adecuadamente los intereses de la socie­
dad, la ley ha autorizado al Ministerio Público a iniciar la acción 
penal, solicitando, desde luego, la órden de aprehensión, cuando 
se hayan llenado los requisitos del artículo 16 Constitucional. 

Formalmente, la reladón jurídica existe, puesto que los 
actos realizados por el Ministerio Público afectan los intereses 
del acusado y se dan en relación con él. La circunstancia de que 
el Ministerio Público no tenga facultades, excepción hecha de 
10 previsto por el artículo 16 de la Constitución, para aprehender 
al delincuente, no significa que la relación jurídica no surja a 
la vida, desde el mol11ento en que la autoridad tiene concimiento 
del hecho. 

El objeto de esta relación jurídica es investigar hechos y 
recopilar pruebas, con el fin de iniciar la acción penal, o sea, es 
etapa de preparación del proceso. 

4.- NATURALEZA JURIDICA DEL PROCESO PENAL. 

Los Tratadistas de Derecho Procesal Civil, fueron los pri­
meros que se encargaron de estudiar esta cuestión. Por ello 
vamos a enunciar y c_omentar las diversas teorías que se han 
planteado, para encuadrar el proceso penal, dentro de las ideas 
,~i-~ J,;,d " AcJt'{',iC' '~Ctí IIÁ c!('c1:,: j,}.~ Y ~/ v't > ¡I~, ~ J f 
1.;., I ~.; I ~ ..:: i 1)'7) J..f- ~l''í: '1 -32- 1. rfJI -: q h / é' S .. 



que, de acuerdo con la doctrina y nuestra legislación, le sean 
aplicables. 

A.- Teoría Contractual. 

Esta teoría fué iniciada y afirmada por Aubry et Ran, 
Delombe, Manpoint. Pothier, según nos dice Hngo Alsina. (21 ). 

Señalaron estos autores a la "Litis Contestatio" como el 
antecedente del proceso, asintiendo que era un verdadero contra~ 
to en el cual se fijaban las cuestiones litigiosas, cuando dos 
personas o más, se encontraban ante un conflicto de intereses. 

Eugenio Petit en su Derecho Romano, nos explica cómo se 
desarrollaba la "Litis Contestatio". 

Cuando surgía un conflicto entre personas. podían acudir 
ante un Magistrado haciéndole saher sus pretensiones. Tnmedia­
tamente después. el funcionario redactaba una fórmula de la 
siguiente manera: 

1.- Designaba al Juez Cjue iba a conocer el asunto. 

TI.,....., En un escrito incluía las siguientes partes: 

a.- "Demonstratio": exposición de hechos y funda­
mentos de derecho, con mención expresa de la 
causa que provocaba el litigio. 

b.- "Intentio": relación de pretensiones de las partes. 

C.- "Condenatio": otorgamiento de poder suficiente 
al Juez, para absolver o condenar al demandado. 

Integrada la fórmula se entregaba al actor, quien la hacía 
del conocimiento del demandado. Este debía aceptarla; de no 
hacerlo, se exponía a ser sometido a rigurosas medidas. De acep-

(21) cfr. Tratado T eónco Prácti<:o del Derecho Procesal Civil y Comercial. 
Tomo I. Segunda Edición. Ediar Sociedad Anónima EdillOres. Bueno.; 
Aires. 1963. pág. 414. 
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tarIa, terminaba la primera parte que se llamaba: "In jure". 
Esta etapa es la llamada propiamente "Litis Contestatio". Era 
seguida por la parte llamada "in judicium". (22) 

De la "Litis Contestatio", se derivaban derechos y obliga­
ciones entre las partes por ejemplo, la obligación de someterse 
a un proceso y sus correlativos derechos. 

Por ello, concluían los civilistas, el proceso participa de la 
misma naturaleza de la "Litis Contestatio", considerada como 
un verdadero contrato. 

En la "Litis Contestatio", el demandado no tenía libertad 
para rechazar la fórmula, y por lo tanto no se daba el consenti­
miento. Es bien sabido que la falta de wnsentimiento en los 
contratos -elemento esencial ...... los hace inexistentes. 

Debemos observar que la "lJitis Contestatio", era un perío­
do de preparación de la fase llamada "in judicium", y por lo 
tanto, no tenía funciones jurisdiccionales. 

De lo antes dicho se deriva que la "litis contestatio" no 
participa ele la misma naturaleza jurídica del contrato, ni del 
proceso, por 10 que no puede servir de entroncamiento, ni de 
antecedente. 

A mayor abundamiento, el contrato es una institución de 
derecho privado que regula relaciones entre particulares, o bien 
entre particulares y el Estado desprovisto de su carácter de 
Soberano. 1 

El proceso civil y penal, etc., regula relaciones entre parti­
culares y el Estado en su carácter de Autoridad, cumpliendo un 
fin de carácter público: administración de justicia. 

Alsina anota: " ... admitir esta teoría, sería tanto como 
aceptar que, en caso de silencio de la ley procesal, deberán se­
guirse las reglas de Jos contratos". (23). 

(22) cfr. Tratado Elemental de Derecho Romano. Editora Nacional. Méxi· 
CO. 1958. P. P. 636-640. 

(23) Obra citada, pág. 413. 
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Cojín Sánchez sostiene que no podemos aceptar ni extender 
esta teoría al Derecho de Procedünicntos Penales en :México. 
porque es necesaria la presencia del indiciado para que pueda 

iniciarse el proceso penal. (24-). 

Por lo antes expuesto. no admitimos esta teoría por no 
otorgar razones jurídicas que justifiquen la asimilación de la 
naturaleza jurídica del contrato a la del proceso penal y civil. 

B.- Teoría Contractual. 

Arnault de Guencveau, fué el principal sostenedor de esta 
teoría y fué secundado por Cara van tes y Manresa y Reus. 

Lo antes expuesto puede consultarse en las obras de IIu~\I 
Alsina (25) y Niceto Alcalá Zamora y Ricardo r "evene, hi in 
(26) 

Dichos tratadistas no están de acuerdo con la teoría con­
tractual en virtud de que, según afirman. el clemamlado acude 
en contra de su voluntad ante el Juez. 

Advirtlcl1([() que ell la "'Litis ContestatÍ>o". el consenti­
miento no era enteramente libre. pensaron encudrar el proceso 

dentro de la naturaleza jurídica del cuasicontrato. 
Con esta variante en cuanto a la voluntad del sujeto, seña­

lan tambien a la "Litis Contestatio" CDmo antecedente que une 
al proceso con el cuasicontrato. 

Los argumentos esgrimidos en contra de la teoría contrac­
tual. son aplicables él la que nos ocupa. El hecho ele que la yp­
lutad se encuentre restringida en el cuasicontrato, no salva las 
objeciones anotadas. 

Dado lo antes expuesto tampoco podemos equiparar el pro­
ceso con el cuasicontrato. 

(24) 
(25) 
(26) 

cfr. Obra citada. pág. 72. 
cfr. Obra citada. pág. 4\5. 
Derecho Pro~al Penal. Tamo n. Editorial Guillermo Kraft. Ltda. 
SJenos Aires. S/F. P. P. 10 1.\ 36. 

-35-



c. ....... Teoría de la RcJaci(ll1 jurirlica. 

Esta teoría nadó, al decir de Hugo Alsina, en la mente 
de Hegel y fué afirmada por Ilethman y Holwey; en Alemania 
la aplicó al proceso Oskar Bulow y más adelante Kohler y en 
Italia la perfeccionó José Chiovenda. (27). 

Ugo Rocco considera que la vida social es vida de relación 
y de aquí que el Derecho también tenga naturaleza de relación 
en los mandatos y las prohibiciones dirigidas a los gobernados. 
(28). 

José Chiovenda explica "que los actos que se desarrollan 
en el proceso. mantienen la vestimenta exterior de una relación 
jurídica". (29). 

Los antecedentes más remotos de estas ideas los encontra­
mos en es "judicium" rdmano y en la definición de los procesalis­
tas medievales al decir, "judicium est actus trium personarum: 
iudicis, actoris et reí". 

En el proceso. expresan los autores de esta teoría, encon­
tramos una serie de actividades prestableddas en la ley, ejecu­
tadas por el Organo Jurisdiccional, el Titular de la acción penal 
y el acusado, en el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento 
de sus obligaciones. 

Toda la actividad desarrollada en el proceso, afecta y vin­
cula a los sujetos que en él intervienen. Se vive en el proceso 
una relación, que por ser reconocida y reglamentada por el dere­
cho. es de carácter jurídico. Tan existe la relalión en el proceso, 
que la realización de ciertos actos dará origen a otros, pues ohra 
una cadena de actos interrelacionada en el tiempo. 

(27) 
(28) 

(29) 

Obra c:t'lda. pág. 416. 
Trona General del Proceso Civil. Editorial Porrua. S. A. Traducción 
de Fel1ipe de]. Tena. p. p. 31~32. 
Principios de Derecho Procesal Civil. Tomo I. Trad. española de la 
tercera edición italiana por José Casaís y Santaló. Instituto Editorial 
Reus. Madrid. pág. 122. 
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Dicha relación jurídica que informa el proceso, cobra vida 
para lograr la aplicación de la ley objetiva. Por ello decimos 
que esta relación jurídica es de carácter procesal. 

11anzini y Eugenio Florian se pronuncian a favor de los 
postulados de la doctrina antes expuesta, expresando el primero: 
"La relación jurídicO-procesal penal es la particular situación 
recíproca, regulada por el derecho, en que vienen a encontrarse, 
a consecuencia del ejercicio de sus facultades o del cumplimien­
to ele sus obligaciones jurídicas, los sujetos competentes o auto­
rizados para hacer valer su propia voluntad en el proceso penal 
en relación con la acción penal o con otra cuestión de competen­
cia del Juez Penal" (30); Y el segundo manifiesta que el pro­
ceso penal es "una relación jurídica que se desarrolla progresi­
vamente entre varias personas ligadas por vínculos jurídicos" 
(31). . . 

En atención a que el pensamiento jurídico de esta doctrina, 
es totalmente aplicable a nuestro Derecho ~Mexicano de Proce­
dimientos Penales, según lo veremos en el inciso siguiente, 
acogemos su contenido, por haber señalado cual es la verdadera 
naturaleza jurídica del proceso. 

D.- Teoría de la situación jurídica (Rechtslage) 

Eduardo Couture señala a Goldschmidt como autor de esta 
teoría. y menciona que en ella se niega la existencia de la rela­
ción jurídica. Por ello se plantea una nueva idea para definir 
la naturaleza jurídica de] proceso (32). 

Para desarrollar su pensamiento Goldschmidt, al decir de 
Eduardo Couture, utiliza una metáfora: en tiempos de paz el 
derecho es de carácter estático: cuando surge el conflicto y esta­
lla la guerra, el derecho se transforma de estático en dinámico 

(30) Obra citada pág. 112. 
(31 ) Obra citada. pág. 1 5. 
(32) cfr. Obra citada pág. 136. 
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y se coloca en la punta de la espada. En ese momento, tDdos 1()s 
derechos de las personas pueden ser afectados y entonces, dichos 
derechos, se presentan como un conjunto ele posibilidades, car­
gas y expt."'Ctativas. Asegura que lo mismo sucede en el proceso 
y agrega que en él no se dan derechos y obligaciones, sino posi­
bilidades, cargas y expectativas; los llamados presupuestos pro.. 
cesales,no son una condición para que surja una relación jurídi j 

ca; está de acuerdQ en que deben existir, pero únicamente para 
que logre plena validez la sentencia de fondo. (33 J. 

Es claro que todas estas explicaciones presuponen la rela­
ción jurídica, pues al hablar de posibilidades, cargas y expecta­
ti \'(lS, tiene que entenderse que se dan frente a otras pérsonas. 

Es indudable que este autor utiliza conceptos de excepción, 
desvirtuando la verdadera y constante naturaleza jurídica del 
proceso. cierto que en algunas ocasiones por circunstancias 
de hecho, las partes tengan ante sí. simples posibilidades () 
expectativas, más esto no quiere decir, que en derecho, la ley no 
proteja adecuadamente los derechos de los particulares y les 
imponga obligaciones a cumplir en el proceso. 

E.- Teoría de la Institución Jurídica. 

Alsina nos informa que Houriou y Renard, explican las 
instituciones dentro de la Teoría General de Derecho, como 
organizaciones al servicio de una idea. (34). 

Jaime Guasp, según indica Hugo Alsina. toma el pensa­
miento de estos autores y lo encuadra dentro del Derecho Pro­
cesal, diciendo que el proceso es una institución al servicio de la 
idea de justicia. (35). 

Siguiendo este orden de conceptos, podemos afirmar que 
el proceso se constituye, en primer lugar, por una idea de justi-

(33) cfr. Obra citada. págs. 135 en adelante. 
(34) Obra citada pág. 425. 
(35) Obra c~tada pág. 426. 
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cía: actuación o denegación de la pretensión; y en segundo, por 
una serie de voluntades que se adhieren a esa idea. Por lo tanto 
entre esas voluntades, se crea un vínculo de carácter jurídico. 

Es cierto que en el proceso se da la idea de la justicia, pero 
no es 10 único (1ue lo identifica. Además hay derechos y ob1iga~ 
ciones, que se dan en relación; esto último es lo que conforma 
al proceso y le da vida. 

Siguiendo a Eduardo J. Couture opinamos que la teoría de 
Jaime Guasp es muy vaga y no puede adoptarse como valedera 
para otorgar al proceso, naturaleza jurídica. (36). 

Habiendo enunciado las teorías que han pretendido encon­
trar la naturaleza. jurídica del proceso y.tomando en cuenta que 
hemos aceptado la que se refiere a la relación jurídica proceda­
mos, en el siguiente capítulo, a su análisis y desarrollo en rela­
ción con nuestro proceso penal, para ver si es procedente o no. 

~ 5.- NATURALEZA ]URIDICA DE LA ETAPA DE EJECU­
CION DE SENTENCIAS EN MATERIA PENAL. 

Esta etapa es la culminación del procedimiento penal y 
ocupa un lugar importantísimo, toda vez que ella tendrá como 
fin la readaptación del delincuente a la vida social. En este 
sentido se interpreta el artículo 18 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

Su objeto será cumplir adecuadamente con la pena decreta­
da por el Juez. Al Poder Ejecutivo, le tocará la función de pro­
veer en la esfera administrativa a su estricta observancia. 

A ese efecto, el Ejecutivo deberá construir instalaciones 
penitenciarias, dictar reglamentos adecuados para proporcionar 
orden y seguridad dentro de] Penal; asimismo deberá darse 
instrucción a los sentenciados para que realicen diversas activi­
dades y no caigan en estado de pasividad, y en general, deberán 

(36) cfr. Obra citada. Capítulo IV. págs. 141 en adelante. 
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buscarse los medíos que logTen la readaptación del delincuente 
a la sociedad. 

La actividad realizada por los sujetos que intervienen en 
esta etapa tambien se manifiesta en forma de relación y es 
reglamentada por el Derecho. 

El Maestro Colín Sánchez estima, (lue este período debe 
estar incluído dentro del procedi'miento penal, puesto que éste 
termina cuando la sentencia ha alcanzado la categoría de cosa 
juzgada. Por ello debe ser materia del Derecho Penitenciario 
( 37). 

.,r' 

t" tí.- COMENTARIOS. 

lIemos visto como, dentro de la sociedad, toda actividad 
humana está relacionada con la de los miembros del grupo. 

En materia penal, cuando se comete un delito, se causa la 
relación jurídico~l11ateríal de Derecho Penal. A su vez, esta, se 
c011vierte en objeto ele estudio de una nueva relación jurídica 
procedimental. constituida por una serie de formas y actos esta­
blecidos en la ley. Esta relación jurídica llamada procedimiento 
penal, se encuentra formada por varios períodos o relaciones 
jurídicas en particular. que en atención a su objeto y fin se dis­
tinguen en especie. 

Habiendo estudiado la naturaleza jurídica del procedimien­
to penal y sus especies, pasaremos al análisis. en el siguiente 
capítulo, de la relación jurídico-procesal, para estar en posibili­
dad de investigar cuál sea el objeto de estudio del proceso penal. 

(37) cfr. Obra citada, pág. 228. 
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CAPITULO 111 

AN ALISIS DE LA RELACION jURIDICA PROCESAL EN 

MATERIA PENAL 





CAPITULO 111 

SENIARIO: J.'"""" Naturaleza de la relación jurídico-proce­
sal. 2.~ Contenido de la relación jurídíco~procesaL 3.-Su­
jetos de la relación jurídico-procesal. 4.~ Actos jurídico ...... 
procesales. S.'"""" Constitución de la relación jurídico-proce­
sal. 6.- Vinculo de la relación jurídico-procesal. 7 ....... Co­
mentarios. 

José Chiovenda (38) en el Derecho Procesal Civil y Vill­
cenzo ;\·Tanzini (39), ell el Derecho Procesal Penal, analizan la 
relación jurídico-procesal. :;\Josotros vamos a adoptar su SIS, 

tema, para estudiar el proceso penal en ?\Iéxico. 

1.- NATURALEZA ]URIDICA DE LA REL}\CrON JURI­
DICO-PROCESAL. 

La relación jurídico-procesal penal en :vIéxico. es de ca­
rácter autónomo, complejo, irrenunciable, y prog-resivo. 

Es de carácter autónomo, en cuanto tiene vida y condicio­
nes propIas. 

Su fuente se encuentra en la constitución y en las leyes de 
Procedimientos Penales y no depende de ning-una otra cosa. Su 
causa la constituye, el ejercicio de la acción penal. Al estudiar 
la relación jurídico-material de Derecho Penal. se busca aplicar 
el Derecho Penal, mediante la declaración de la concretización 
de la facultad punitiva del Estado. 

(38) cfr. Obra citada. pág. 11 7 en adelante. 
(39) cfr. Obra citada. pag. 112 en adelante. 
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Conectada con la relación jurídico-procesal, mas no iden­
tificada, encontramos a acción penal, cuya fuente se encuentra 
en el Derecho Penal. !vIediante ella se excita al Organo Juris­
diccional y es causa del proceso penaL 

La acción penal es de fondo diferente a la relación juridico­
procesal que es de derecho procedimental. Ambas coadyuvan en 
el ejercicio de la facultad del Estado para reprimir la delincuen~ 
cia, pero cada una con sus propias características. Se comple­
mentan y se necesitan. T ,el Hna sin la otra, haría la 
facultad punitiva del Estado. 

La acción penal. según considera FIarían, es " ... el poder 
jurídico de exitar y promovclr la decisión del órgano juriscliccio, 
nal sobre una determinada relaci/)11 de DeredlO Penar' (40). 

Lo expresado significa que la acción penal supone el dere­
cho del Estado a perseguir Un delincuente, poniendo en manos 
del Juez la función jurisdiccional, facultad derivada de la ley. 
Dicha actividad jurisdiccional se realiza en el proceso y resohe­
l"á sobre la procedencia o no procedencia de la acción intentada 
por el Estado, imponiendo, en caso afirmativo. la pena que ~eñ:l­
le el ordenamiento legal de la materia. 

De lo expuesto se deriva, que la acción penal es diferente 
la relación jurídico-procesal penal. la cual es autónoma. 

Es de carácter público, en cuanto va encaminada a prote­
ger intereses de la colectividad, en el ejercicio de una actividad 
pública exclusiva del Estado. o sea la actividad jurisdiccional. 

Es compleja, en tanto que Sl1 contenido, no se agota en 
el ejercicio de un solo derecho o en el cumplimiento de una obIi~ 
gación. Esta relación jurídica, se compone de un sinnúmero de 
facultades y deberes que señala la ley. 

Es irrenunciab,Ie, ya que 110 se pueden decretar o aceptar 
penas sin que se desarrolle íntegramente la relación jnrídico~ 
procesal penal. Este principio ha sido consignado en el artículo 

(40) Obra citada, pág. 1 73. 
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14 de nuestra Constitución al disponer: "Nadie podrá ser privado 
de la vida. de la libertad (1 de sus propiedades, posesiones o 
derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales pre­
viamente establecidos, en el quc se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento ... ,. 

Es progresiva. en cuanto quc la actividad desarrollada en 
la relación jurídica-procesal penal da nacimiento a nuevos actos 
qne se tendrán que ejecutar. o sea es de carácter dinámico. 

2.~ CONTEKIDO DE LA REL\CIO:\ JCRfDICO-PROCE. 
~AL PENAIJ. 

La relación jurídico---procesal penal contiene una serie de 
derechos y obligaciones que Jos sujetos deben ejercer y cumplir, 
y que se encuentran previstos en la ley. Ernest Reling, apunta: 
"Como todo Derecho, tambien el procesal penal formula dere .. 
chos y deberes subjetivos para determinados sujetos de Dere­
cho". (41). 

Vincenzo Manzini divide estos derechos y obligaciones en 
materiales y formales. El contenido material 10 constituye la 
pretensión punitiva del Estado hecha valer mediante el ejercicio 
dle la acción penal y las facultades que a ella se refieren. El 
contenido formal. se integra por aquellas facultades y deberes 
que se refieren a los actos y formas seña lados por la ley paTa ('s~ 
tudiar la relación jurídico,..-material de Derecho Penal. (42). 

El deber fundamental del órgano jurisdiccional en el proce~ 
so, es el de resolver la pretensión punitiva del Estado, dentro 
del plazo señalado por la ley: así lo ordena el artículo 17 Cons­
titucional. 

La obligación más importante del procesado. es la de sufrir 
el proceso y cumplir la sentencia qne se le dicte. 

(41) Obra citada. pág. 89. 
(42) cfr. Obra citada pág. 115. 
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Por 10 que toca al Ministerio Público deberá. cuando se 
llenen los requisitos del artículo 16 Constitucional, ejercitar la 
acción penal y desarrollar todos los actos señalados por la ley 
para probar la procedencia de la acción intentada. 

A los terceros tambien se les imponen obligaciones ejem: 
a los testigos presenciales, el rendir su testimonio. 

SUJETOS DE LA RELACION JURIDICA. 

Por sujetos procesales debemos entender, siguiendo la de­
'finición de Eugenio Florian, " ... las personas entre las cuales 
se desenvuelve y existe la relación jurídica". (43). 

Toda relación jurídica se da entre pe,rsonas humanas que 
realizan cierta actividad. En el proceso tambien actúan sujetos 
de acuerdo con las disposiciones que dictan las leyes; dichos 
actos se dan en relación. 

De acuerdo con la clasificación de Colín Sánchez, los suje­
tos de la relación jurídica se dividen en orden a la función que 
desempeñan, en principales, necesarios y auxiliares. Los suje­
tos principales o sujetos esenciales del proceso, (porque sin ellos 
no se puede contituir la relac'ión jurídica) son: A . ....-' El Organo 
Jurisdiccional; B.- El Organo de la Acusación (Ministerio 
Público) ; c.- El sujeto activo del delito; D.- El sujeto pasivo 
del delito; y E. ........ El Organo de la defensa. (44). 

Para Vincenzo Manzini los sujetos principales son "las 
personas a quienes la ley reconoce públicos poderes o derechos 
subjetivos de disposición del contenido formal del proceso penal, 
por un h1terés de Derecho Penal, y no solo de derecho privado". 
( 45). 

Los sujetos necesarios de la relación son todas aquellas 
personas que, por tener conocimientos circunstanciale;; de la 

(43) Obra citada. pág. 87. 
(44) cfr. Obra citada, pág. 91. 
( 45) Obra citada, pág. 116. 
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realización de hechos que :-,c consideran clclictuosos, pueden 
aportar datos en h ilwestigaciún de 1a ycrdad histórica (testr­
gDS) ; O bien, aquellos qne, por sus conocimientos técnicos, 1lU\:"­

den resolver problemas ( Ju requieran (peritos): int6rpretes 
de idiomas; padres, tutores y curadores. 

Los sujetos auxiliares de la relación jurídico-procesal pe. 
nal, son aquellos que coadyuvan a la actividad procesal, como 
Policías, Secretarios, Oficiales Judiciales. Directores y emplea­
dos de las cárceles. 

4.- HECHOS Y ACTOS JCRIDICO-PROCESALES. 

En el estudio de la relación jurídico-procesal 1)'..:nal, debe­
mos analizar la actividad de les sujetos y los hechos que se 
producen y t1enen consecuencias en ella. 

Los hechos jurídico-procesales. nos dice ugn Rorco son 
"aquellos fenómenos pr~cesales o aquellas circunstancias rele­
vantes de hecho, a los (Ille el Derecho Procesal Objeth'o. vincula 
efectos jurídicos procesales, ü sea. el nacimientu. moclificaci('m 
y extinción de las relaciones jurídicas procesales" (-+6). 

Dentro de los hechos jurídicos yoluntariDs, podemos seña­
lar los hechos jurídicos involuntarios o naturales y los actos 
jurídicos. 

Entre los hechos jurídicos involuntarios D naturales pode­
mos incluir a la mtlcrte, como hecho extintivo de la capacidad 
de los sujetos de la relación jurídica. Además mencionamos el 
tiempo que rige los términos procesales y determina la prescrip­
ción y caducidad. 

Los actos jurídicos S011 lícitos o ilícitDS, según cumplan o 
violen las normas del derecho objetivo. Desde luego, se darán 
como manifestaciones de la voluntad humana para producir 
consecuencias de derecho. 

(46) Obra citada, pág. 453. 
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Los referidos hechos y actos jurídicos, regulados por el 
derecho, se realizan y prorlucen sus consecuencias d.cntro del 
proceso penal; por ello les agregamos el calificativo d.e procesa­
les. 

Ernest Beling clasifica los actos procesales. por el sujeto 
que los realiza, por el contenido y por el número de personas que 
intervienen. Por el sujeto a que pertenecen, podemos citar, 
a) los actos típicos del Juez, ejem. la sentencia; b) los actos del 
~1inisterio Público, ejem., las conclusiones; e) los actos del pro­
cesado, ejem" los recursos; d) los actos de los sujetos auxiliares, 
ejem., los testimonios. 

Por el contenido. continúa diciendo Beling, pueden distin­
guirse en, él) actos jurídicos; b) actos jurídicos de declaración; 
los meros actos jurídicos son aquellos que realizan los empleados 
pel Trihunal. como por ejemplo: el abrir y cerrar la puerta de la 
Sala. Los actos jurídicos de dedaraci~n son: a) De voluntad. 
ejem., interposición de recursos; h) De conocimiento, verbigra~ 
cia, declaración de testigos; c) De interrogación, ejem., como la 
interrogación de testigos. 

Por el número de personas, continúa el autor citado, pode'­
mas nombrar, a) Actos de comunicación procesal, cuya eficacia 
co~siste en que lleguen a sus destina~a(rios; tal la interposición 
de recursos; y b) Actos accesorios, como la documentación de 
una sentencia. (47). 

5.- CONSTITUCION DE LA RELACION ]URIDICO-PRO­
CESAL PENAL. 

Este problema se presenta en cuanto al nacimiento de la 
relación jurídico-procesal pena1. Algunos autores, como el ma~ 
estro Rivera Silva, señalan que en Derecho Mexicano, se inicia 
el proceso penal con el auto de formal prisión. Funda su afirma-

(47) cfr. Obra citada, pág. 123.4. 
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Cillll en lo dispuesto por el artículo 19 Constitucional: "Todo 
)lmccso se seguirá forzosamente por el delito o delitos señalados 
en el auto de formal prisión ... " (48). 

Xosotros seguimos otro criterio para establecer el 111omC11-
Jo en que nace el proceso penal. Hemos aceptado que la relación 
jurídica otorga naturaleza derecho al proceso penal. PUl' 

~lIo, desde el momento en que se integra dicha relación, nace 
el proceso pena1. S{)stenemos tambien que al iniciar el l\Iiniste­
río Púhlico la acción penal y cuanclo el Juez dicta el auto de 
radicación, nace el proceso penal y se integra la relación jUrlcli­
co-procesal. 

J\1úximo Castro define la relación jurídica prucesal C01110 

"la situación de derecho e11 que se hallan el autor .Y demandado 
una vez que la demanda () pedido actuación de la ley, se ha 
perfeccionado por la citaci('m y emplazamiento al dc-mandado" 
(49). 

Esta deíinición plantea la interrügantc de cuándo o en qué 
momento nace el proceso penal, en el caso en que no haya de­
tenido. 

Nosotros pen<.;a1110S que en estas IJcasiones, sí queda inte­
g-r:J.da la n:laáón jurídica desde que se dicta el auto de radica­
ción, aunque no s(' encuentre detenido el presuntamente respon­
sable, pues se ycrifica la sujección del 1'-!Iinisterio Público y del 
procesado, a la jurisdicción de un tribunal determinado. Los 
términos constitucionales comenzarán a contar a partir del \1lP­

ment-o en quc el detenido quede a disposición del Juez. 
Nuestra legislación ha plasmado en el Código Federal ele 

Procedimientos Penales. el criterio <1 seguir. 1::::1 artículo 40. de 
dicho Código señala que la instrucción y el juicio integran el 
procedimiento judicial. o ~('a, Jo que n;mamos proce~~rl~ 
. l' . 1 "t" v,o~+;~\ .1 l1C lCla . . 1:) ~ i,.r _ r ., \ 

¡ .. ..:~ ~. 
\1'.:'''. t. '1 . 
. , ,", ... 

( 48) Obra citada. pág. J 49· J 51. \ ; 
(49) C;:urso de ProcedlmientGs Penales. Biblioteca Jurídica Argentin~: 1937, 
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instrucción se inicia con el auto de radicación. Por 10 
que siguiendo el criterio lcg·,tl. concluÍmos que el proceso penal, 
nace en el auto de radicación o auto cabeza de proceso. 

6.-' YTNCeLO l)E L\ REL\CTO::-r JURTDTCO-PROCESAL 
PENAL. 

La actividad que realizan los sujetos de la relación Jurídico" 
procesal penal, se encuentra reglamentada por la ley. La rela­
ción tendrá un objeto de estudio determinado. Este objeto de 
estudio viene a ser vínculo que une entre sí a los sujetos de la 
relación, durante el desarrollo ele su actividad. 

Como 10 vamos a establecer en el capítulo próximo (supra 
pág. 68), consideramos que el objr::to del proceso pellal, es el 
!;'studio de la relación jurídico-material de Derecho Penal, CJut:: 
surge a raíz ele la comisión del delito, entre el Estado y el de­
lincuente. 

De esa manera. el Juez buscará la verdad de los hechos, 
para poder juzgar sobre la existencia del delito, y la responsa~ 
bilidacl del procesado y en su caso, imponer la pena que señala 
la ley. de acuerdo con las circunstancias subjetivas y objetivas 
que se desprendan del sumario. 

::yrinisterio Público aportará pruebas al Juzgador para 
demostrar la procedencia de la acción penal intentada. 

El procesado buscará demostrar su inocencia. 
Como se ve, la actividad de las partes se encuentra vincu· 

hia por el objeto de estudio del proceso penal. 

7.~ COMENTARIOS. 

Hemos analizado dentro de lus limites enunciativos que 
,consideramos necesarios, la relación jurídico~procesal en mate~ 
ria penal. 

Se han señalado datos y elementos que, confqrme a la 
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doctrina y legislación son indispensables para poder estudiar 
nuestro tema: El objeto del Proceso Penal. 

Pensamos que la doctrina ele la relación jurídica encaja 
perfectamente dentro de nuestro proceso penal y por ello cons­
tituye su naturaleza jurídica. 

Ef~ctivamente, nuestra ley señala una serie de actos y 
formas que deberán realizar los sujetos del proceso penal, vin" 
culados por un ohjeto de estudio único, de carácter jurídico. 
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SEGUNDA PARTE 





CAPITULO IV 

EL OBJETO DE ESTUDIO EN EL PROCESO 

PENAL MEXICANO. 





CAPITULO IV 

SC~IARIO:- 1 Importancia jurídica elel objeto ele estu-
dio en el proceso penal. Teorías acerca del objeto de 
estudio en el proceso penal. Consideración finalista. 

Consideración facticia. a.- Teoría elel hecho desnudo 
(facta nuda) b.- Teoría del hecho jurídico. El objeto 
de estudio en el proceso penaL seg'ún lluestra lc:.Óshción. 
A.-Consideración finalista. B.- Teoría del hecho desnudo 
(facta l1uda). c.- Teoría del hecho cualificado. Rela­
ción jurídico-matlTial de Derecho Penal. 

1.~ IMPORTANCIA JCRTDIC\ DE.L OBJETO DEL PRO­
CESO PENAL. 

Reviste singular importancia el estudio de este tema, en 
atención a que da vida al proceso penal. Sin objeto, el proceso 110 

nace, ni tiene utilidad alguna. 
Si no se causa la relación jurídico-material de Derecho 

Penal. no surge el proceso, porque es imposih le que opere en la 
nada. 

Sobre el objeto de estucli-o del proceso penal. Yersa toda la 
actividad de sus partes. En relación con su objeto, se ofrecerán 
y rendirán las pruebas, y la sentencia declarará sobre su s. 
tencia o inexistencia. al considerar la realización übjetivu del 
delito, la responsabilidad elel acusado. la cOl1cretización de la 
facultad punitiva del Estado y la imposición de la pena. Por 
ello, el proceso penal se desarrolla alrededor de su objeto de 
estudio. 

Los caracteres que identifican al objeto de estudio del pro-
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ceso penal, dan vida a una serie de normas, que garantizan la 
verdadera administración de justicia en materia penal. 

En atención a 10 anterior, vamos a estudiar en el presente 
capítulo, ].- cuál es el o11j cto del proceso penal mexicano; 
2.- la clasificación del objeto de estudio del proceso penal en la 
doctrina y en nuestra legislación; 3 ........ las características que 10 
rodean. 

TEORIAS ACERe\ DEL OBJ!~TO Dl~ ESTl.~D10 E:\: 
EL PROCESO PE:\AL. 

Jiménez A:;enjo explica, que las teorías que se han elabora­
do en torno él la cnestiún del ohjeto del proceso, pueden clasifi­
carse en dos posiciones: /\) I _a del objeto como tendencia o razón 
de obrar: considcraciún acti va o finalista; B) El ohjeto como 
la materia o la cosa de su actuaci('¡n: considcraci{l11 facticia. plás­
ticaovita1. (50). 
A) Consideración finalista. Las posiciones que encuadran den­
tro de esta teoría, han confundido el .objeto de estudio del proce­
so con su fin o fines. Ellos afirman que el proceso penal tendrá 
como objeto el hacer efectiva la facultad punitiva del Estado, 
para proteger a la sociedad en contra ele la delincuencia y pre­
servar el orden jurídico, la paz y la tranquilidad pública, median­
te la investigación de la verdad real y la aplicación de la ley 
pena1. 

Vincenzo Manzini es uno de los autores que se manifiesta 
acorde con esta posición, al decir: "lo scúpo caratteristico del 
processo penale l~ aquello dí accertare se nel caso concretú sia 
'Ü no fondata la pretesa punitiva derivante da un reato, fatta 
valere pcr 10 Stato da1 Pubblico ministero". (51). 

(50) cfr. Obra citada. P. P. ¡ 2Sw 126. 
(51 ) T rattato dí Procedura Penale e Di Ordinamento Giudlziario. F ratelli 

Boccio Editon. 1920. pág. 91. "El Objeto característico del proceso 
penal. es aquel de comprobar si en el caso concreto es o no fundada la 
pretensión punitiva derivada de un delito. hecha valer por el Estado, a 
través del Ministerio Público. 
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1Iiguel Fenech considera que el objeto del Proceso es " ... 
aquello sobre que recae la actividad que en el proceso desarrollan 

. sus sujetos ... " y aclara que no debe confundirse con el fin del 
proceso que es ¡( ••• aquello que se propone conseguir ... "; agrega 
más adelante que por tanto el objeto del proceso es " ... la peti-
6ón formulada por un sujeto frente a otro a quien se imputa la 
c{¡misión del hecho que aparece como punible para que le sea 
impuesta una pena por el órgano jurisdiccional ... " (52). 

Cuando hablamos del ohjeto del proceso penal debemos 
referirnos a su materia de estudio. a lo que \'a a analizar, de 
lo que va a tratar. El hacer efectiva la facultad punitiva del 
Estado es quello a lo que se tiende. lo que se husca, y por eso 
dehe formar parte de los fines del proceso. Los antores de esta 
posición hablan de una concepcit:l11 finalista del objeto del pro­
ceso y sin embargo se refieren a sus fines. 

B) Consideración facticia. I )cntn) de c~tc puntn de vista, 
encontramos la teoría del hecbo CClllcreto o elel ··factum". En 
ella se perfilan dos posiciones: 

a ') Teoría del hecho desnudo (facta l1uda). 

b) Teoría del hecho jurídico. 

a) Yeremos primero la Teoría del hecho desnudo (facta 
nuda). 

Emilio Gómez Orbaneja es el sostenedor de esta teoría y 
.al efecto explica que, el objeto del proceso penal no es una cali­
ficación jurídica, y tampoco se constituye por el "trozo de acti­
vidad" enmarcado en los actos de ejecución de un tipo concreto 
.de la parte especial del Códig-o Penal. Bastaría variar el puntu 
de vista jurídico para excluir la "Litis Pendencia" o la Cosa 
Juzgada. O bien se podría iniciar un nuc,'O procc~;o cambiando 
la clasificación del hecho. El objeto del proceso penal. añade 

(52) cfr. Obra citada, pág. 52. 
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Gómez Orhaneja, es un acaecer histórico. Ese hecho puede 
ser encuadrado en dos preceptos diferentes (concurso ideal de 
delitos), expresa, por tanto, que 10 que constituye el objeto es 
el hecho mismo. (53). 

En Derecho Mexicano de Procedimi·entos Penales, el ór. 
gano de la acusación, al iniciar la acción penal, pone en conoci­
miento del Juez, hechos que se consideran delictuosos. El Or­
gano Jurisdiccional debe señalar, en el auto de forma.l prisión, 
el delito o los delitos por los que se seguirá el proceso y en tal 
sentido se manifiesta el artículo 19 Constitucional. 

Solo interesan al proceso penal aquellos hechos considera­
dos delictuosos por la ley; los demás serán rechazados. Puede 
suceder que se ejercite la acción panal por un hecho no delictuo­
so; el Juez en lugar ele dictar auto ele formal priS'.ión o de sujeción 

,a proceso, dictará el sobreseimiento, según 10 dispone el artícu­
lo 298 del Código Federal de Procedimientos Penales, en su 
fracción IV. 

b) Teoría del hecho jurídico o calificado. 

Ernest Bcling y Eugenio Florián son los sostenedores de 
esta teoría. 

Beling establece: "EI objeto procesal es el asunto de la 
vida en torno al cual gira el proceso, y cuya resolución (mediante 
decisión sobre el fondo) constituye la tarea propia del proce-
80 ... ". Señala que no todo asunto de la vida se constituye en 
objeto de un proceso penal idóneo. Solamente interesarán al 
proceso penal, aquellos qne se consideran de1ictuo~.os por el 

.ordenamiento penal. En efecto, podrá existir otra clase de he-
chos no contemplados por el Derecho Penal, ellos serán obj.eto 
del proceso civil, o del administrativo, etc. Más 110 del proceso 
penal. ( 54). 

(53) cfr. Obra citada. pág. 52. 
(54) Obra citada. pág. 79. 
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3.- OBJETO DE ESTL'DJO DEL PROCESO PENAJJ 
EN NUESTRA LEGISLACION. 

Analizaremos las doctrinas que hemos anotado. para saber 
cual de ellas, es aplicable a nuestro Derecho l\:1exicano de Pro­
cedimientos Penales. 

Consideración finalista. 
Las teorías que pueden {~ncuadrarse dentro de la conside­

,ración finalista del objeto del proceso penal, desde luego quedan 
a un lado. puesto que confunden el objeto con el fin del proceso 
penal. 

cuanto a las teorías del hecho. yamos a analizarlas. 

Teoría del hecho desnudo (facta Nuda) 
Nuestra legislación es totalmente contraria él esta posición. 

pues no acepta que los hechos. en su consideración pura y sim­
ple. sean objeto del proceso penal. Lo anterior se confirma to­
mando en cuenta, que se ha dictado un Código Penal. que encie­
rra los supuestos de conducta humana que se consideran delic­
tuosos. Todos los hechos que no sean delictuosQS, no interesan 
al proceso penal. Así se interpreta a "contrario sensu". la dis­
posición contenida en el artículo 19 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, que en su párrafo segundQ 
dispone: "Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito 
o delitos señalados en el auto de formal prisión ... " 

En lo relativo a que se violarían los principios de "Litis 
Pendencia" y de "Cosa Juzgada". debemos anotar que no es 
aceptable esta afirmación en virtud de que si reune la identidad 
subjetiva y objetiva. el prohlema desaparece. Si se trata de la 
misma persona y de los mismos hechos considerados como 
delictuosos no habrá dificultad en darse cuenta de que el objeto 
ele estudio del nuevo proceso es el mismo. 

Cierto es que son los hechos jurídicos y no la clasificación 
jurídica lo fundamental en el proceso. pero sólo aquellos que 
están previstos en el ordenamiento penal. Además en nuestra 
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legislación, los tipos delictivos se encuentran claramente señala­
dos, así el homicidio, el infanticidio o cualquier otro delito, ten­
drán siempre sus elementos materiales que los distinguirán de 
los demás, sin d,a¡r lugar a confusiones. 

Sin embargo, la clasificación reviste singular importancia 
pues tiene que ser realizada por el Juez dentro de las setenta y 
dos horas siguientes en que el detenido ha sido puesto a su dis­
posición. (55). En este período, el Juez deberá tener la convic­
ción de que se ha integrado el cuepo del delito y la. presunta 
responsabilidad. Si logra esta convicción, dictará el auto de for­
mal prisión o formal prisión con sujeción a proceso, de lo con­
trario, dictará el sobreseimiento o auto de libertad por falta de 
méritos con las reservas de la ley. De lo anterior se desprende 
que nuestra ley señala un plazo máximo a beneficio del presunto 
responsable, para que el Juez esté en aptitud de iniciar o sobre­
seer el juicio. Esta es una garantía legal para evitar equivoca­
ciones en la clasificación. 

Por otro lado tenemos en nuestra legislación la garantía 
del proceso (56); durante el desarrollo del procedimiento judi­
cial, la ley reglamenta la actividad de los sujetos de la relación 
jurídica; así el procesado estará en aptitud de poder probar 
los puntos de su defensa y el Juez, perito en Derecho, tomando 
en cuenta las constancias de autos y valorando las pruebas 
aportadas, podrá declarar en la sentencia la existencia del delito, 

por el que se siguió el proceso. 
Tomando en cuenta las garantías antes mencionadas, se 

concluye que la clasificación del hecho se realiza de acuerdo con 
supuestos preestablecidos por la ley par un perito en derecho, 
que es el Juez, y por tanto, la posibilidad de confundir la clasr­
ficación resulta muy remota; aunque llegare a suce~er, se pre­
senta la garantía del proceso. Cuando, a pesar de estas garan­
tías, se presente el caso, nuesta ley autoriza al Ministerio Públi'-

(55) Artículo 19 Consbtucional, primer párrafo. 
(56) Artículo 14 Constitucional. 
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co para que. al formular conclusiones, varíe el nombre legal 
del hecho delictuoso. y en ese supuesto el Tribunal deberá man­
dar los autos al Procurador a fin de que, junto con sus auxiía­
res, modifique o con firme las conclusiones. (57). 

Podrían ser materia de controversia las disposiciones co­
mentadas en el pánafo que antecede. en cuanto que pueden vio· 
lar la garantía señalada en el artículo 19 de la Constitución, er 
el sentido de que todo proceso debe seguirse forzosamente pOl 
el delito o delitos señalados en el auto de formal prisión. 

La palabra forzosament~ implica la obligación para el Or~ 
gano Jurisdiccional, de resolver en la sentencia sobre el delito 
o delitos que se mencionan en el auto de formal priSlión. 

Este problema será abordado en el inciso que se refiere a 
los caracteres del objeto de estudio del proceso penal; (Supra 
púg. 99) por ahora tan solo lo dejaremos anotado por estar re­
lacionado con el tema que nos ocupa. 

Podemos adelantar, que la autorización concedida al Minis­
terio Público para variar el nombre del hecho delictuoso, seña­
f,ado en el auto de formal prisión, no viola la disposición del 
artículo 19 Constitucional en su segundo párrafo, siempre y 
cuando se oiga en defensa al acusado sobre las conclusiones del 
Ministerio Pública, y siempre y cuando los hechos sean los 
mismos que se c<;>nsignaron en la averjguación. 

Comu se ve. los principios de "Litis Pendencia" y de "Cosa 
Juzgada", no pueden ser violados si tomamos en cuenta tan solo 
los hechos jurídicos contemplados por el ordenamiento penal. 

Por 10 antes expuesto, la teoría del hecho desnudo, (facta 
nuda). no encuadra dentro de nuestra legislación mexicana. 

c.- Teoría del hecho cualificado. 
La teoría del hecho jurídico cualificado, encaja dentro de 

(57) Artículos 294 y 295 del Código Federal de Procedimientos Penales y 
320 y 321 del Código de Procedimientos Pena..kls para el Dis. y 
Territorios Federales. 
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nuestra legislación, es el hecho jurídico regulado por el Derecho 
Penal, el que interesa al proceso penal. (58). 

En nuestro Derecho Mexicano, se han delimitado los ol}.. 
jetos de estudio de las diferentes clases de procesos; así encon~ 
tramos el proceso laboral, el civil, el administrativo, el mercan­
til y el penal. La ley objetiva correspondiente señala cuáles 
hechos jurídicos serán estudiados en el proceso de la materia, 
para lograr especialidad en las diferentes materias y evitar po­
sibles in justicias. 

En materia penal encontramos la confirmación de 10 ex­
puesto en el párrafo ant'erior. El Código Penal señala cuáles 
hechos constituirán delito. Estos deberán ser estudiados dentro 
de la relación jurídico - procesal en materia penal. 

Nos parece que esta doctrina no lleva hasta sus últimos 
akances el análisis del objeto de estudio del proceso penal. 

D.- Relación jurídico-material de Derecho Penal. 

En nuestro Derecho, el delito actualiza una reladón jurí­
dica entre el Estado y el delincuente. El Estado en ejercicio 
de la facultad punitiva, debe persegUir al delincuente en la pral 
tección del interés social, para reparar el orden jurídico alterado, 
la pa:z y la tranqui1i:dad, e imponer al delincuente, en caso de 
que proceda, la pena correspondiente dentro de los límites y 
arbitrio que la propia ley señala. 

Como indica Eugenio FIarían y ha sido reglamenado por 
nuestro derecho, la relación jurídico-material de Derecho Pe!-< 
nal, es el objeto de estudio del proceso penal, junto con aquellas 
otras relaC'iones que se hayan causado por la comisión del delito 
( 59). En este sentido se enfilan las otras disposiciones conteni­
das en los artículos del 13 al 23 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y la legislación substantiva y 
adjetiva penal. 

(58) Artículo 19 Constitucional. 
(59) cfr. Obra citada pág. 49. 
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CAP 1 T U L.O V 

CLASIFICACION DEL OBJETO DEL PROCESO PENAL 





e A P I T U L.O V 

se:\IARIO: 1.- Doctrina Objeto Principal o Necesa~ 
río del Proceso PenaL Objeto Accesorio del Proceso 
Penal. 4.- Análisis de los objetos, Pincipal y Accesorio del 
Proceso Penal :Mexicano. 5.- Reparación del daño. 6 ........ Na~ 
turaleza Jurídica de la reparación del daño en Derecho Me.! 
xicano. 7.~ Sanción pecunaria consistente en el pago ele 
multas. 8.- Gastos y Costas. 

DOCTRIN~-\. 

Los autores de la materia señalan que el proceso conduce 
a la restauración del orden jnrídico perturbado a raíz de la c0111i'_ 
sión del delito. 

En ürden a ese criterio, tradicionalmente se ha clasificado 
el objeto del proceso, según la naturaleza pública () privada de la 
restauración o compensación de los derechos \'iolados. 

Si se traduce en la r::stal1ración del orden público. de la 
tranquilidad y de la paz social, a tra\'és de la imposición de una 
pena. 110S encontramos ant'.: el Ohjctd de estudio ( los trata­
distas llaman. principal o neceSarii). 

Cuando se refiere a la re"tal1ración (l cOll1pellsaci{m de in­
tereses privados. () sea. los que pertenecen al particular afl'ctado. 
~e presenta el objetu de estudi() del pr!lceso penal llamado, ac­
cesono. 

Cada uno de ellos corresponde a una relación jurídica que 
será estudiada dentro del proceso penaL La relación jurídica que 
tiende a la restauración del órden público. se desarrolla entre 
el Ofgano Jurisdi1cciol1al. el Ofgano de la Acusación y el proce­
sado. 

La relación que tiende a la restauración o reparación del 
interés privado, ha sido analizada desde dos puntos de "ista: 
1.- Como pena pública cuando el ob}igado él la reparaClOl1, sea 
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el causante del daño, y 2.-Como acción civil; en los casos en que 
el obligado a la reparación sea un tercero. 

En la consideración civilista, la relación jurídica se desarro­
lla entre el Organo Jurisdiccional, la persona obligada a la re­
paración y la que ha sufrido el daño. En la consideración de 
pena pública, la relación jurídica se da entre el Organo Juris­
diccional, el Ministerio Público y el procesado. 

Más adelante estudiaremos la posición de nuestro Derecho 
Penal Mexicano (Supra pág. 79) ; por ahora vamos a desarrollar 
las doctrinas resultantes del análisis de este problema. 

2.-' OBJETO PRINCIPAL O NECESARIO DEL PROCESO 
PENAL. 

Eugenio Florian define el objeto fundamental o principal 
como" ... una determinada relación de Derecho Penal que sur­
ge de un hecho que se considera como delito, y se desarrolla en­
tre el Estado y el individuo, a quien se atribuye el hecho, con el 
fin de que sea aplicada a este último, la ley penal". (60). 

Agrega, que sin el objeto fundamental, el proceso penal no 
nace, porque es necesario que se cometa un delito, para que se 
cause la relación jurídico-material de Derecho Penal y ésta a 
su vez motive el nacimiento del proceso penaL (61). 

Esta relación es fundamental, en tanto que otras relaciones 
solo pueden nacer y desarrollarse, si se refieren a la principal 
y mientras ésta subsista. 

No hay que olvidar que el supuesto ~ la norma penal, es 
el que da nacimiento a la relación jurídica, pero siempre en 
,conexión con la pena y las medidas de seguridad, ya que el pro­
ceso estudiará la relación jurídico-material de Derecho Penal 
para imponer, si procede la acción, la pena o consecuencia de 
la norma objetiva. 

(60) Obra citada. pág. 49. 
(61 ) cfr. Obra citada. pág. 78. 
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Jiménez Asenjo clasifica el objeto de estudio según dos 
puntos de vista: jurídico y material. Criterio Jurídico: siguien­
do este criterio se puede dividir el objeto de estudio del proceso, 
en: Principal y Accesorio. Por ahora nos vamos a fijar solamen­
té' en el principal. Define éste autor el objeto principal comO', 
"el que constituye la razón jurídica o tema penal que se discute 
fundamentalmente en el proceso y es como el eje del mismo, de 
tal modo que sin él no existe el proceso". (62). 

Criterio Material. Según este criterio cabe tambien la dis­
tinción de objeto en principal y accesorio. Siguiendo a Beling, 
nos dice Jiménez Asenjo, el objeto principal se constituye por 
todos aquellos actos anteriores o concomitantes a las activida­
des integrantes del objeto fundamental, como el refé'rente a la 
constitución de la relación jurídico~procesal, legitimidad proce­
saL etc. Concluye diciendo que esta distinción es "notoriamen­
te artificiosa", pero para los fines de sistematización es útil. 
(63 ). 

Rafael Fontecilla considera que el objeto primordial de la 
relación jurídica en el proceso penaL es el " ... de realizar una 
relación concreta de Derecho Pé'nal. .. " (64). 

Miguel Fenech, entiende por objeto necesario del proceso 
penal, " ... aquella petición de índole penal alrededor de la cual 
se produce toda actividad proces::d ... " (65). 

Recordamos que este autor se encuentra dentro de la con­
sideración finalista del objeto elel proceso penal. 

En Derecho Mexicano, Guillermo Colín Sánchez define el 
objeto principal como" ... aquella cuesticJ11 sobre la que versa el 
proceso (relación jurídico-material de Derecho Penal), y sin 
la cual no sería posible concebir su existencia" (66) 

(62) Obra citada pág. 129. 
(63) cfr. obra citada P. P. 129-130. 
(64) Derecho Procesal Penal. Tomo 1. El Imparcial. Santiago de Chile 1943. 

pág. 24. 
(65) Obra citada pág. 384. 
( 66) Obra citada pág. 78. 
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Carlos Franco Sodi, acoge la definición de FIorian al decir 
que "la relación jurídica establecida a causa del delito, entre el 
autor de éste yel Estado" es lo que constituye el objeto principal 
del proceso penal. (67). 

3.~ OBJETO ACCESORIO DEL PROCESO PENAL. 

Eugenio Florían explica que al lado del objeto principal y 
dependiendo de él, nace un objeto accesorio. (68). 

Por objeto accesorio del proceso penal debemos entender 
aquel que estudia la relación jurídica originada por la comisión 
del delito, que afecta intereses privados. 

Dentro del objeto accesorio, podemos encontrar diversas 
relaciones jurídicas que pueden ser llevadas al proceso. 

A) Relación jurídica patrimonial de resarcimiento del da­
ño derivado del delíto. El hecho dclictuoso puede, además de 
afectar el orden público, dañar el patrimonio de unü o varios 
sujetos. 

FIarían continúa diciendo. que el daño patrimonial causado 
por un delito, contiene un elemento "cuasipúblico'~: lograr el 
resarcimiento en forma rápida y segura a todo afectado, siendo 
poir tanto un interés social que al satisfacerse evitará la vengan­
za y las formas de autocomposiciól1. 

Esta relación jurídica de resarcimiento del daño, nos indi­
ca Fiarían, es de carácter accesorio, pues el Juez podrá conocer 
de ella en tanto siga conociendo del principal; pero si la rela­
ción de Derecho Penal desaparece por cualquier causa, por ejem­
plo, amnistía, el Juez Penal no podrá continuar conociendo del 
resarcimiento del daño y el afectado tendrá que iniciar acción 
civil. (69) 

(67) 

(68) 
(69) 

El Procedimiento Penal Mexicano. cuarta edición. Editorial Porrua. 
S. A. 1957. pág. 110 
cfr. Obra citada, pág. 63. 
Obra citada pág. 65 
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B) Relación jurídica de "resarcimiento del daño", que pue­
de pedir el injustamente acusado; agrega FIorían, que la puede 
pedir el acusado frente a la parte lesionada (delitos persegui­
bies a instancia de parte) o de la. civil (delitos perseguibles de 
oficio) en previsión de que pucda ser ahsuelto. 

El mismo autor, señala que son tres los elementos necesa­
rios para que proceda esta acción: 1.- Que el acusado sea ab­
suelto en el proceso seguido en su contra; 2.- Que el acusado 
lo pida; y 3 ........ Que se presente dolo. negligencia o injuria en la 
injusta inculpación. (70) 

el Relación jurídica de la obligación al pago de la multa. 
El hecho de contravenir una disposición legal, representa 

para el transgresor, la obligación de sufrir las consecuencias que 
la ley señala. Dentro ele ellas se encuentra el pago de multas. 

D) Otra relación jurídica accesoria que menciona FIorian 
es la de pagar las costas procesales que hayan significado d 
proceso. Nosotros vamos a analizar en Derecho Mexicano, más 
adelante. esta cl:estión. (Supra pág. R7). Diyide a las costas 
procesales en generales y especiales. Las primeras son aquellas 
que el Estado realiza por la administración de justicia. como ho­
norarios de! Juez y demás empleados del Tribunal. Expresa 
que éstas no pueden ser exigidas a nadie. ya que no es posible 
fraccionarlas ni señalar cuotas para cada persona. Las costas 
especiales son las que se presentan en cada proceso. como por 
ejemplo: las pruebas periciales, la transportación de testigos 
que S~ encuentran en otro lugar etc. (71). 

Enrique Jiménez Asenjo por su parte, opina que según el 
criterio jurídico de su distinción, junto al objeto principal, se 
encuentra el accesorio. Remitiéndose a BeIing, encuadra dentro 
del objeto accesorio, la actividad anterior a los actos que consti~ 
tuyen el objeto fundamental. Como ejemplo de los actos 
anterior'es, apunta aquellos que representan una premisa o con­
dición lógica y prejudicial del objeto principal: declarar la situa-

(70) IDEM. 
(71) cfr. Obra citada, P. P. 56-57. 
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clOn jurídica de una cosa con relación a un sujeto (posesión). 
Como ejemplo de los actos concominantes, señala la legitimidad 
procesal, el juramento testifical. etc. (72). 

Dentro de la consideración material. añade ]iménez Asen­
jo. y junto al objeto principal, podemos encontrar el accesorio, 
que paradójicamente no es objeto accesorio, " ... sino consecuen­
cias derivadas de la existencia y subsistencia del objeto propio 
del propio". Ofrece como ejemplo: los derechos derivados de la 
responsabilidad civil; devolución de la cosa; reparación del daño 
causado; abono de daños y perjuicios al afectado y al absuelto 
injustamente acusado, en su caso: pago de las multas; las cos­
tas; etc. (73). 

Volvemos a repetir con ]iménez Asenjo que estas distin­
ciones son artificiosas, pero que son prácticas para la sistema­
tización. (74). 

Miguel Fenech entiende pon objeto "contingente" 10 que 
nosotros hemos definido como objeto accesorio y 10 explica co­
mo aquellas peticiones encaminadas a la restitución de la cosa 
objeto del delito, y reparación del daño. (75). 

En doctrina mexicana, el Licenciado Guillermo Colín Sán­
chez establece que el objeto accesorio es consecuenciadél prin­
cipal y cobra vida en cuanto el fundamental ha nacido. EXDlica 
este autor, que en Derecho Mexicano la reparación del daño im­
pudsta al delincuente, forma parte de su pena y por ello es de 
carácter público. De acuerdo con esto, la reparación del daño, 
forma parte del objeto principal, y no es objeto accesorio salvo 
en el caso de que dicha reparación se exija a un tercero obliga­
do, pues en ese supuesto sí se constituye el objeto accesor!() del 
proceso penal. (76). 

(72) cfr. Obra citada. pág. 129. 
(73) Obra citada. pág. 129. 
( 74) CDmentario hecho en la pág. 7'). 
(75) cfr. Obra citada, pág. 384. 
(76) dr. Obra citada, ?ág. 78. 
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En relación con 10 anterior, tambien en Derecho Mexicano, 
el Licenciado Carlos Franco Sodi se pronuncia en el mismo sen­
tido. (77). 

González Bustamante define el objeto accesorio como" ... 
una relación jurídica de orden patrimonial que se traduce en el 
resarcimiento del daño causado po¡r el delito". (78). 

AXALTSIS DE LOS OBJETOS PRINCIPAL Y ACCESO­
RIO, EN EL PROCESO PENAL MEXICANO. 

Dijimos en el capítulo primero que al ser violada al norma 
penal, nace una relación jurídica entre el Estado y el delincuen­
te que implica una serie de derechos y obligaciones. (inira pág. 
12). 

Esa relación jurídica debe ser estudiada para dilucidar la 
procedencia de la facultad punitiva del Estado y proteger los 
intereses de la colectividad. 

Para ello, nuestra ley ha establecido la necesidad de la exis­
tencia de] proceso y de los derechos y obligaciones que en él se 
dan. 

El proceso penal mexicano, tiene por objeto de estudio prin­
cipal o fundamental, la relación jurídico-material de Derecho 
Penal. 

Al analizar el proceso, vemos que la actividad de los suje­
tos que lo integran se concentra en estudiar: 1.- La existencia 
del delito; 2.,-La relación jurídica que nace del delito; y 3.-Las 
características o circunstancias que lo rodearon. Todo ello cons­
tituye obviamente el objeto fundamental de estudio de nuestro 
proceso penal y no es sino la relación jurídico--material de Dere­
cho PenaL 

(77) cfr. Obra citada. pág. 110. 
(78) Obra citada. 2a. edición pág. 216. 
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Nótese que en la enumeración anterior no aparece la repa­
ración del daño. Deliberadamente la hemos excluido por ahora 
mientras analizamos si debe encuadrarse dentro del objeto prin­
cipal o bien dentro del accesorio, o en ambos. 

5.-REPARACION DEL DASJO CAUSADO POR EL DELI­
TO. 

La comisión de un delito, pe~'turba el orden jurídico, pre­
servador de la paz y de la tranquilidad sociales. En virtud de 
ésto. produce un daño de carácter público. De aquí que se actua­
lice la facultad punitiva del Estado para reprimir la delincuen. 
cia y restaurar el orden jurídico perturhado. 

Además del daño púhlico, se produce un daño de carácter 
privado en derechos del ofendido o de terceros. El que los causó 
está obligado a repararlos. La relación que surge con este moti­
vo es privada. más los intereses prote¡:óüos revisten caracteres 
públicos, en tanto el Estado interviene para evitar la Ycnganza o 
la autocomposición. FIarían (79) y Jiménez Asenjo (80) afir 
man que la reparación del daño da nacimiento a una acción ci­
viL 

Hay delitos como el de la vagancia, en que no se presenta 
la relación jurídica de daño patrimonial en los derechos de una 
persona. 

La causa que da nacimiento al ddI'echo de reparación del 
daño, es el delito. La irre'sponsabilidad penal significa la falta 
de responsabilidad para reparar el daño. Esto quiere decir que 
cuando se absuelve al procesado, éste no estará obligado a repa· 
rar el daño. 

la comisión del delito la que produce el daño patrimonial 
a otra persona y aun en el caso del delito imprudencial deben 

(79) cfr. Obra citada., P. P. 205~206. 
(80) cfr. Obra citada, pág. 171. 
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ser reparados los daños causados. I,a idea expresada tiene su 
fundamento en lo prc\'Ísto po·[ el a.rtículo 31 del Códig'o Pel1::1l. 

En relación con lo antes indicado. Cuello Calón manifiesta: 
"La exención de responsabilidad criminal no origina siempre 
la exención de responsabilidad civil" (Rl) .. :\nota que con las 
causas de inimputabilidad puede presentarse este principio. 

Al respecto nuestra Suprema Corte de Justicia ha expresa­
do 10 siguien.te: 

"REPARACIOX DEL DXXO". 

"La reparación del daño que debe s::r hecha por el 
delincuente, constituye parte integral de la sanción 
pecuniaria (artículo 29 del Código sustantivo) POl­
lo flue es indiscutible que si no se reunen los presu~ 
puestos condicionantes. o sea cut:1rpo dt'l delito y 
responsabilidad penal del autor, por lógica ineludi­
ble no puede responder éste del daño causado por un 
delito que jurídicamente se considera inexistente, al 
no haber sido tema de la resDlución del Juzg·ador". 
(82). 

En atención a lo antes dicho, el resalTimiento puede adop­
tar dos formas: 1 restitución de la cosa objeto del delito, siem~ 
pre que se haya tratado de su substracción y sea posible recupe­
rarla; resarcnmento del daño causado cuando no sea posi­
ble la resti tución. (83). 

(81 ) Cuello Calón Eugenio. Derecho Penal. Tomo l. Editora NacionaL S. A. 
México 1951. pág. 653. 

(82) Ejecutoria de la Suprema Corte de Justioia, en el 'amparo directo número 
4660/50. Beatriz Limón V~vanco. 4 de Septiembre die 1957. Unani­
midad de 4 votos. Ponencia de Juan José González Bustamante. Sema­
nario Judicial de la Federación. Sexta época. Volumen III, pág. 149. 

(83) dr. Obra citada .. P. P. 209-210. 

-81-



Veremos más adelante en qué sentido se pronuncia nuestra 
legislación. (supra. pág. 84). ~osotros utilizamos el concepto 
de reparación del daño, en lugar de acción civil, por ser el que 
adoptó nuestro derecho, dándole en unos casos naturaleza de 
pena pública y en otros de acción civil. 

El fin que se busca al ordenar la reparación del daño, es 
el de lograr la restauración del orden jurídico perturbado en los 
derechos del ofendido o del que recibiQ el dañq, a través de la 
función jurisdiccional. 

En Derecho Mexicano, la réparación del daño ha evolucid­
nado. En el Código Penal de 1871 y Códigos de Procedimientos 
Penales de 1880 y 1894-, se daba a la reparación del daño el ca­
rácter de acción civil y consistia en la restitución de la cosa, en 
la reparación del daño, en la indemnización a la persona afecta­
da y en el pago de los gastos judiciales. (84) 

Dicha acción civil quedaba en manos de la parte ofendida 
o de su representante legal y se intentaba como incidente en él 
proceso penaL Se tramitaba conforme a las rl'lglas del procedi­
miento civil y debía intentarse antes de que se pronunciara la 
sentencia. El Ministerio Público no formaba parte de esta re'­
lación. 

La legislación de Almaraz, promulgada en 1929, vino a 
cambiar la concepción de la reparación del daño dándole el ca­
rácter de pena, cuando se ejercitaba en contra del sujeto activo 
del delito, poniéndose en manos del Ministerio Público su ejer­
CICIO. 

En el Código Penal de 1931 se considera la reparación del 
daño camo pena pública cuando se deba ser cubierta por el sujeto 
activo del delito, y de responsabilidad civil que se tramita en 
forma de incidente, reglamentada por el Código de Procedimien­
tos Penales, cuando deba exigirse a un tercero. (85). 

(84) Artículos 301,329,330 y 331 deL Código Penal de 1871 y artículo 
3 de los Códigos de Procedimientos Penales de 1880 y 1894. 

(85) Artículo 29 del Código Penal de 1931. 
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La reparación del daño comprende, en el Código Penal de 
1931, "la restitución de la cosa obtenida por el delito y sino fue­
re posible, el pago del precio de la misma", y "la indemnización 
elel daño material v moral causado a la víctima o a su familia". 
(86). 

Se concedió al Ministerio Público el exigir de oficio la re­
paración del daño en el momento de intentar la acción penal y 
a solic'itar en sus conclusiones se condene al obligado a la repa­
ración del daño (87). Se dió tal importancia a esta institución, 
que se le otorgó preferencia en el pago, sobre la multa (88). 

Para garantizar debidamente la reparación del daño, evi­
tando desvíos de bienes para cubrirla, se autorizó al Ministerio 
Públ'ico a solicitar el embargo precautorio de bienes y derechos 
del obligado, cuando haya motivos fundados para pensar que 
el obligado trata de ocultar o enajenar los bienes (89). 

Se estableció que la muerte, la amnistía o el indulto no son 
causa de extinción de la obligación a la reparación del diaño 
causado (90). 

No se procederá a conceder la libertad preparatoria si no se 
ha repa.rado el daño causado tI otorgado garantía por su monto. 
(91 ). 

En el caso de que el obligado a la reparación del daño sea 
un tercem, nuestra ley le ha dado el carácter de responsabilidad 
civil y tiene que iniciarse antes de que se declare cerrada la ins­
trucción. (92). 

(86) Articulo 30 del Código Penal de 1931. 
(87) Artículo 34 del Códlgo Penal de 1931. 
(88) Artículo 35, párrafo segundo del Códi¡w Penal de 1931. 
(89) Artículo 149 del Cód~!lo Federal de Procedimientos Penales y 35 del 

Código Penal para el Distrito y T erritorios Federales. 
(90) Artículos 91, 92 y 98 del Código Penal de 1931. 
(91 ) Artículo 84, fracción IV del Código Penal. 
(92) Artículo 29 del Código Penal de 1931. Artículo 532 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito y T emtorios Federales. El 
Código Federal de Procedimiento Penal. elice que cuando se halla dictado 
sentenca sin que se hubiere iniciado el incidente, podrá intentarse el') los 
Tribunales del orden común. Artículo 489. 
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6.-NATURALEZA ]LJRIDICA DE LA REPARACION DEL 
DAÑO EN DERECHO ~lEXICANO. 

De lo expuesto en Jos párrafos anteriores, se deriva que la 
reparación del daño, en Derecho Mexicano, por ser considerada 
como pena pública, sí forma parte del objeto de estudio principal 
o fundamental del proceso penal, siempre y cuando deba ser cu­
bierta por el delincuente. 

Ignacio Villalobos ' anota que la reparación del daño es una 
acción civil y por tanto no debe asumir el carácter de pena públi­
ca, porque sería confundir su esencia. (93). 

Por nuestra parte creemos que la finalidad buscada en la 
reparación del daño e's preservar el orden jurídico, al actuar el 
estado para evitar la venganza. Por ello es lógico que se consi­
dere a la reparación del daño, como pena pública, en la protec­
ción de los intereses sociales. 

En el caso de que la reparación sea exigible a terceros, nues­
tro derecho 10 considera como responsabilidad civil y motivo de 
un incidente por separado, que dehe ser iniciado por el intere­
sado. En estos casos la relación jurídica de reparación del daño, 
es objeto de estudio accesorio del proceso penal. 

La reparación del daño se informa en el principio de segu­
ridad jurídica que otorga la ley. Así cuando un particular ha 
sufrido un daño, dé:rivado de un hecho delictuoso, la ley garan­
tiza la restauración o compensación, a través de la reparación 
del daño. 

El capítulo VII del Título V del Código de Procedimientos 
Penales para el Distrito y Territorios Federales, regula la tra­
mitación de incidentes para resolver la reparación del daño exi­
gible a terceras personas, cuando deriva de delitos. 

(93) Derecho Penal Mexicano. Segunda edición. EditoniaI Porrua, S. A. 1960 
México. pág. 596. 
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El capítulo VI de la Sección II del Código Federal de Pro­
cedimientos Penales, menciona las reglas que deberán seguirse 
al tramitar el incidente de reparación del daño exigible a perso­
nas distintas del procesado. 

7.-SANCIO~ PECUNIARIA CONSISTENTE EN EL PA­
GO DE MULTAS. 

Dentro de la sanción pecuniaria, encontramos a la multa, 
como una cantidad de dinero determinada que el transgresor de 
la norma dehe pagar al estado en concepto de pena. (94). 

La ley instituye este tipo de sanción, junto con otra. como 
la privación de la libertad. por las ventajas que presenta; entre 
ellas podemos señalar las siguientes: l.-En lugar de ser una 
carga para el Estado, significa una fuente de ingresos; 2.--No 
significa una humillación para la persona a quien se impone, 
pero al mismo tiempo le sin'e de advertencia, si no quiere pri­
varse de una cantidad determinada de dinero, para no cometer 
delitos; 3.-No separa al hombre de sus obligaciones familiares 
ni de su actividad social. Por otra parte tiene el inconveniente 
de que muchas veces no pueda hacerse efecti\'a, por insolvencia 
del obligado. En este sentido se pmnul1cia Ignacio Villalobos 
(95). 

No debe pensarse que este sistema de pena pecuniaria de­
be sustituir a los otros sistemas de penas. Ello significaría que 
el delincuente evaluara la pena par el delito que piensa cometer 
y pudiera seguir en posibilidad de "iolar las normas penales y 
perturbar el orden jurídico cada vez Cjue 10 deseara. Este sistema 
debe ser utilizado en forma complementaria con las otras formas 
de pena. 

Por estar incluida la multa dentro de la sanción que fija la 

(94) Artículo 29 del Código Penal para el DÚitrito y T erritorios Feder~. 
(95) cfr. Obra citada pág. 589. 
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ley, en la camIStOn de ciertos delitos, corresponde también al 
objeto de estudio principal del proceso penal mexicano. 

La naturaleza jurídica de la multa en Derecho Mexicano, 
es la de ser una sanción. Su ohjeto será el indemnizar al Estado-, 
representante de la sociedad, por el daño público causado. Su 
fin es el de prevenir la delincuencia y castigar al transgresor 
de la norma. 

Carnelutti le llama a la multa, pena patrimonial, que debe­
rá cubrir el delincuente. como resarcimiento del daño cansado 
a.la sociedad. (96). 

R-GASTOS y COSTAS. 

El proceso penal se agota en una serie de actos que debe,rán 
ser realizados por los sujetos de la relación. Toda actividad 
humana, supone un esfuerzo que hay que realizar y representa 
en moneda. una cantidad determinada. 

Todo proceso penal significa erogación de gastos. Así al 
Estado corresponde pagar a las personas que integran el Poder 
Judicial y en 10 Administrativo, al Procurador de Justicia y a 
los Agentes del Ministerio Público. En los países en que la ac­
ción penal esté en manos de los particulares. también les c()'rres ... 
ponderá sufragar ciertos gastos. El sujeto que es procesado tam­
bien se ve en la necesidad imperiosa de iniciar su defensa, auxi­
liado por un Abogado, 10 que significa tambien gastos. A todos 
los gastos realizados por el Estado y por los particulares, se les 
ha dado el nombre de gastos y costas del juicio. 

Juan Emilio Coquibus, define las costas judiciales como 
" ... el conjunto de gastos efectuados por las partes en ocas'ión 
de un juicio, y que comprenden los sellados, honorarios, desem­
bolsos por diligencias, etc." (97). 

(96) Lecciones sobre el Proceso Penal, Tomo 1, Bosch y Compañía Edlitores, 
1950. Buenos Aires. pág. 140. 

(97) Teoría y Práctica del Derecho Procesal Penal. Tomo L Editorial Bi­
bliográfica Argentina. S. de R. L. Buenos Aires. 1951. pág. 311. 
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El individuo, al cometer el delito, da nacimiento a la rela­
ción jurídico-material de Derecho Penal, que va a ser estudiada 
en el proces'Ü penal. Es el delicuente el causante del proceso pe­
nal, y por tanto responsable por los gastos y costas que origine. 

Surge una relación jurídica de resarcimient'Ü de los gastos 
sufragados en el proceso, que puede adoptar las siguientes for­
mas: 

l.-Derecho del Estado a recuperar los gastos erogados en 
el proceso. Normalmente el Estado presta, com'Ü parte inte­
grante de sus obligaciones, el de administración de justicia y por 
ello no cobra nada. 

2., ..... -Derecho del ofendido a recuperar los gastos cubiertos 
por' él en el proceso. Esta forma procede solamente en aquellos 
países en que la acción penal corresponde a los particulares. 

3.-Derecho que tiene el acusado, cuando es absuelto por la 
sentencia del Juez, a exigir, de quien lo acusó, pague todos los da­
ños causados. dentro de los cuales se encuentran los gastos y 
costas del juicio. En este caso nace una nueva relación jurídica, 
en la cual el que ha sido absuelto, ha sufrido en su honor el deli­
to de difamación y por lo tanto tiene el derecho a la reparación 
del daño material y moral. 

La relación de resarcimiento de los gastos causados por el 
proceso. debe formar parte del objet'Ü de estudio accesorio del 
proceso penal, pues surge en cnanto el'prnceso exista para estu­
diar el principal. 

Veamos ahora que dice nuestra legislación al respecto. 
En Derecho Mexicano se estableció, para que la justicia 

fuera imparcial, expedita y justa, el principio de que el servicio 
de los Tribunales es gratuíto, quedando prohibidas las costas 
judiciales. La administración de la justicia, debe ser entendida 
como un servicio social obligatorio que el Estado presta a los 
gobernados,para conservar la paz, el bien común, el orden jurí­
dico y la justicia. (98). 

(98) ArtículQ 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos MeJcicanoe. 
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Las leyes secundarias, como son el Código dc Procedimicn­
tos Penales para el Distrito y Territorios Federales, en su artícu­
lo 22, y el Código Federal de Procedimientos Penales en sus 
artículos 3S y 36, transcriben el criterio del precepto constitucio­
nal, prohibiendo el cobro de costas judiciales. 

Respecto de los gastos debemos decir, que al Ministerio 
Público cQrresponde, en exclusividad, el ejercicio de la acción 
penal. El Estado paga el sueldo de los Agentes del Ministerio 
Público, por lo que el ofendido, lHl sufre ninguna mengua en su 
patrimonio. Puede suceder que el particular ofendido, tome los 
servicios de un ahogado para que se constituya en coadyuvante 
del Ministerio Público; en ese caso debemos considerar que el 
particular. al utilizar medios extraordinarios no necesarios, des­
ele el punto de vista legal, debe cuhrir esos gastos extra y no ten­
drá derecho a pedir S11 restitución al finalizar el proceso penal. 

Nuestros Códigos dictan algunas reglas al respecto. Así 
podemos mencionar las del artículo 23 del Código de Procedi­
mientos Penales para el Distrito y Territorios Federales quc 
dispone: "Los gastos que se originen en un proceso por diligen­
cias que no fueren decretadas por un Tribunal. Juez o promovidas 
por el Ministerio Público, se pagarán por el que las promueva". 
El Código Federal de la ~lateria, en su artículo 36, párrafo se­
gundo, establece que los gastos de las diligencias solicitadas 
por el inculpado o la defensa, serán cubiertas por ellos, a menos 
de que estén imposihilitados y el Ministerio Público lo conside­
re pertinente, haciendo suya la petición 

Por ello, en materia procesal penal, encontramos que no 
sc menciona ningún medio ni se autqriza a que el ofendido cobre 
gastos extra, sufragados en el proceso, pues goza de la represen­
tación del Ministerio Público. El procesado por su parte tiene 
el derecho de tomar los servicios del Defensor de Oficio. 

La relación jurídica que tiene por objeto el resarcimiento 
de los gastos y costas del juicio, será objeto de estudio acceso­
rio del proceso penal, en aquellos países en que la acción penal 
esté en manos de los particulares y se autorice el cobro de las 
costas judiciales. 
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-90-



CAPITULO VI 

CARACTERES DEL OBJETO DEL PROCESO PENAL. 





CAPITULO VI 

SUMARIO: l.-La importancia de su estudio. 2.-Publici­
dad. 3.-Unidad 4.-Individualidad. 5.--Integriclacl. 6.-T n­
divisibilidad. 7.-Inmutabilidad. 8.-~o clisponibilidad. 

l.-LA IMPORTANCIA DE SU ESTUDIO. 

Dentro clelestudio c!el proceso penal. se han señalado cliver. 
sas características que lo <:onforman. Ellas se refieren a garan­
tías que la ley establece para la debida protección de los inte­
reses sociales. 

De estas características derivan principios que permiten 
una dehida administración de justicia. en cuanto a la forma y 
en relación con el ordenamiento penal. 

Se han señalado como caracteres del objeto ele estudio del 
proceso penal, los siguientes: 

T .----Publ icidad, 
II.----Unidad. 

J TI .-1 ndividualidad. 
IV.-Integridad. 
V.-Indi visibilidad, 
VI.-Inmutabilidad, y 

VIIrNo disponibilidad. 
Iniciaremos el estudio de cada uno de ellos. basándonos en 

la doctrina, para continuar haciendo un comentario de lo que 
nuestro Derecho de Procedimientos dice al respecto. 

2.-PCBLICIDAD. 

Hemos dicho que la relación jurídico-material de Derecho 
Penal es de carácter público, en atención a los intereses sociales 
que son afectados por el delito que la causa. 
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Afirmamos también que dicha relación jurídica, constitu­
ye el objeto del estudio del proceso penal. Por ellol el objeto 
pe1 proceso penal, reviste un carácter eminentemente público. 
En este sentido se pronuncia Eugenio FIarían (99). 

Derivados del carácter público del objeto de estudio del 
proceso penal, encontramos una serie de características que lo 
conforman, en tal forma que garantizan los derechos de los su­
jetos que en el proceso intervienen y los de la sociedad en ge­
neral. 

3.-UNIDAD. 

En atención a la publicidad del objeto de estudio del proce­
so penal, la primera característica que debe presentarse, es la de 
la unidad. Ella significa que solamente debe ser estudiada en ca­
da proceso, una sola reladón jurídico-material de Derecho Pe­
nal. 

Al cometerse el delito y nacer la relación jurídico-material 
de Derecho Penal, el Estado debe, previos los requisitos de ley, 
iniciar la acción penal, para reestablecer el orden jurídico afecta­
do. Es de suma importancia que se reglamente adecuadamen­
te la forma que debe observarse en el proceso para el' estudio de 
su objeto. Para cuidar al máximo e~te principio o garantía de un 
debido proceso penal, es necesario estudiar una sola relación ju. 
rídico-material de Derecho Penal, en cada proceso; lo anter1cl1' 
permitirá analizar con más cuidado y sin distracciones, los ele­
mentos que la integran. De esa manera será posible dictar una 
sentencia adecuada a los hechos en estudio y Derecho que le es 
aplicable. 

En el Derecho Mexicano de Procedimientos Penales, se 
sigue este principio y para ello, se define la relación jurídica, 
objeto del proceso, en el auto de radicación. 

(99) cfr. Obra citada. pág. 51. 
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En el auto de radicación, se somete a los sujetos de la rela­
ción jurídico-material de Derecho Penal, a la jurisdicción del 
Juez del conocimiento. En el contenido de este auto, se mencio­
na el nombre de dichos sujetos y el hecho que se considera delic­
tuoso, integrando ele esta forma la relación jurídica objeto de 
estudio del proceso penal. 

El auto de Formal prisión ,"iene a completar esta operación 
al designar por su nombre legal, los hechos delictuosos que die­
ron nacimiento a la acción penal. Cuando el Juez dicta el auto 
de formal prisión o de sujeción a proceso, significa haber con· 
siderado que el cuerpo del delito se encontraba integrado, así co­
me la presunta responsabilidad, y por tanto el proceso se segui­
rá por la designación elel tipo legal, en que el Juez encuadró los 
hechos delictuosos. 

Cuando se ha cometido un hecho que se considera delictuo­
so y hay coopartícipes, nos dice Beling que, aunque sea distin­
ta la participación (coautoría, inducción, complicidad), deben 
existir tantos objetos como inculpados. Así el asunto procesal 
seguido en contra del cómplice, será diferente del seguido -en 
contra del autor principal. (100). 

4.~INDIVIDUALIDAD. 

Jiménez Asenjo explica esta característica del objeto del 
proceso penal, como" ... aquella condición que dota a cada acon­
tecimiento de una singular~dad adecuada, que 10 separa y dis­
tingue de todos cuantos 10 rodean, sin confusión posible". (101). 

Por tanto, no tan sólo debe ser uno el objeto del proceso 
penal, sino además debe contener cierta singularidad que permi­
ta identificarlo y distinguirlo plenamente de otros objetos de 

(100) cfr. Obra citada. pág. 84. 
(101) Obra citada, pág. 134. 

-95-



estudio en otros procesos. En este sentido también se expresa 
Eugenio Florian (102). 

En nuestro Derecho Mexicano de Procedimientos Penales, 
el auto de radicación es el que permite individualizar el objeto 
de estudio de ese proceso, al integrar la relación jurídico-mate­
rial de Derecho Penal que va a ser estudiada. Además y por 
razones ele práctica procesaL para no confundir los legajos que 
contienen las actuaciones de los proccs-os, se enumeran en orden 
progresi vo. 

l.a importancia ele esta característica del objeto de estudio 
del proceso penal. se manifiesta al tratar de conocer si dos pro­
cesos se siguen al mismo tiempo con el mismo objeto de estudio 
(Litis Pendencia), o bien si un proceso estudia un objeto que 
fué materia de un proceso anterior (Cosa Juzgada). 

En auxilio de la cuestión anterior, Ernest Beling plantea 
la solución en el principio de las dos identidades, (Eadem Res). 
Señala que será el mismo objeto procesal, si se presentan los 
siguientes datos: " ... si se reune la identidad de la persona del 
inculpado (zidentielad subjetiva») con la identidad del hecho 
(<<identidad objetiva»)" (103). 

La individualidad del objeto elel proceso penal, nos permi­
tirá respetar el principio de "Non bis in idem" y Litis Penden­
cia" que el del-echo garantiza a todo particular. 

5.-INTEGRIDAD. 

Afirma ]iménez Asenjo que es preceptivo para el Juez no 
desperdiciar elemento alguno que pueda influir en el proceso, 
o más o menos en las consecuencias jurídicas vinculadas por la 
ley al hecho. Cada proceso debe agotar su objeto sin que impor­
te que el órgano acusador lo describa incompletamente. (104). 

(102) cfr. Obra citada P. P. 50~51. 
(l03) cfr. Obra citada, pág. 84. 
(104) cfr. Obra citada. pág. 34. 
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Ernest 1 kli dice (In;: el ohjeto elel proceso elehe ser exa-
minado y resuelto en su integridad. "EI Tribunal no está some­
tido a los hechos mencionados en la querella, ni a la valoración 
jurídica, ni a las consecuencias jurídicas enumeradas en ella". 
(lOS ). 

Lo anterior significa que el Organo Jurisdiccional debe 
t(Jmar en cuenta todos aquellos elementos de la relación jurídico­
material (h~ Derecho Penal, que influyen en las consecuencias 
jurídicas aplicables al hecho delictuoso. 

Yeamos que sucede en el caso de que el órgano acusador 
describa incompletamente el hecho y las facultades del Juez, pa­
ra cumplir con este principio de identidad. 

El proceso penal en J\'Iéxico, es de tipo acusator'io según 
nos explican Franco ~odi (106) Y Guillermo Colín Sánchez 
( 107). Lo que significa. que al Orgallo Jurisdiccional le corres­
ponde juzgar; al Ministerio púhlico. la investigación y persecu­
ción ele Jos (klitos. Cierto es (Iue los artícu10s 135, 314 y 315 
del Código de !'roccdimicntos Penales para el Distrito y Terri~ 
torios Federales, autorizan al Juez a realizar o practicar diligen­
cias que permitan conocer la verdad histórica para poder juzgar, 
más esto no quiere decir que el Juez pueda invadir la esfera de 
acti\'iclades o funciones cld 2\linister10 Público, pues sería des­
Y1rtuar nuestro sistema ele procedimientos penales. 

Por ello en nuestro Derecho de Procedimientos Penales, 
la integridad (1:.:1 objeto del proceso penal, es absolutamente va­
ledera en tanto quC' el ::\1inisterio Público, debe cumplir eficien­
temente C011 sus funciones)' el Juez debe tomar en cuenta to­
dos los elementos importantes, más no en el sentido de transfor­
mar este proceso. que es de tipo acusatorio, en otro de tipo ill­
quisiti\'(l. 

(105 ) 
(106) 
(107) 

cfr. Obra citada. páli!:. 86. 
cfr. Obra citada, pág. 49. 
dr. Obra citada, pág. 86. 
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Esta característica reviste especial importancia en cuanto 
se relaciona con los principios de certeza jurídica y seguridad 
jurídica; con el primero en el sentido de ofrecer a los goberna­
dos una adecuada y completa administración de justicia: con el 
de seguridad jurídica, al garantizar que en cada proceso se pro­
tegerán debidamente los intereses de la sociedad y del procesa­
do. También se relaciona con el principio de cosa jm:gada en 
el sentido de que una vez declarada ejecutoriada una sentencia, 
el objeto de estudio del proceso en cuestión, no puede ser estu­
diado de nuevo y si no se cumplió c~n <el principio de la integri­
.dad del objeto del proceso penal, la injusticia que pudo haber 
surgido no puede remediarse. 

El artículo 23 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, claramente dispone: "Nadie puede ser juz­
gado dos veces por el mismo deHto, ya sea que en el jucio se le 
absueh'a o se le condene". 

6.--INDIVISIBTI.1 DAD. 

Una vez fijada definitivamente la relación jurídico-mate­
rial que va a ser objeto de estudio del proceso penal, deberá C011-

tinuarse la tramitación del procedimiento judicial. sin separar 
ninguna cuestión o dejarla de resolver, salvo en los casos que 
expresamente autoriza la ley, como veremos más adelante. 

Las razones que fundamentan esta característica son: 
10 ....... La división del proceso, y por tanto la pluralidad de le­

gajos que, además de resultar costosa, complicaría el estudio de 
la relación objeto de estudio del proceso penal; 20.-la determi­
nación de la pena que en general di ficultarÍa la labor jurisdiccio­
nal del órgano correspondiente. Jo.-Podría llegm- a darscd 
caso de que el Juez, por la complicación ele estudio de tanto 
legajo, llegara a confundir los fundamentos de hecho y del-e~ 

cho del proceso, con los de otros juicios de su cunocimiento. 
De aquí que por cuestiones de seguridad jurídica, no debe divi-
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dirse un proceso penal. Es decir. el principio ele economía proce­
sal recomienda no gastar inutilnwnte el tiempo elel Juez, del 
'\lillisterio Público y del proces(lclo. 

Respecto a los incidentes debemus sefialar que e11 razún de 
la naturaleza jurídica que los informa. es necesario tramitar 
los por cuerda separada, en virtud de que suspenden la tramita­
cil'm del principal; sin embargo, siempre se conserva el cuader­
no incidental. junto al principal. 

Todos los actos realizados en el proceso, deberán tramitar­
se en un mismo e~l)t~cliente debidamente foliado, para que el 
Juez pueda apreciar claramente todos los hechos, pruebas v 
fundamentos jurídicos del proceso. 

I.-INMUTARILTDAD. 

Enrique Jiménez Asen,io la explica como ..... aquella concli­
ción esencial nor la cual se mantiene Dermanentemcnte a travé" 
de toda la acti\'idad procesal, la escencia (lel objeto procesal 
deducido inicialmente" (lOR) 

Oclerigo al efecto expresa: "rncli\'idualizadü el objeto pro­
cesal por el hecho y por la persona imputada, no puede ser sus­
tituido por otro. t de sustitución objetiva (de un hecho por 
otro) o subjeti\'a (de un imputado por otro), y debe subsistir 
ha"ta la conclusión del proceso, por desestimación, sobreseimien­
to () sentencia" (109) 

Continúa diciendo este autor que, "la inmutabilidad del 
objeto procesal no impide que, durante el desarrollo del proce­
so pueda modificarse la calificación originariamente asignada 
al hecho" (110) 

( 108) 
( I09) 

(110) 

Obra citada, pág. 135. 
Derecho Procesal Penal. Tomo l. Editorial Ideas, Buenos Aires. 1952, 
pág. '48. 

IDEM. 
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Eugenio Florian anota quc por inmutabilidad del objeto del 
proceso debemos entender, que cuando es llevada la relación ju­
rídica al proceso, esta no puede yariar ni tener otra solución dis­
tinta de la ([U e se le dé en la scntencia. (111) 

ClJa \"e2 indi\'idllalizado el objeto de estudio del proceso pe­
nal. 110 puede ser modi ficath lIemos dicho que en nuestra le­
gislación, el auto de radicación define la relación jurídica que 
va a ser estudiada en el proceso, Así se menciona el n0111h1'e ele 
los sujetos del proceso y el hecho delictuoso. 

Dicha relación jurídico-material de derecho penal no puede 
ser modificada posteriormente. 

Los sujetos de la relación jurídica, objeto de estudio del 
pmccso penal, no pueden ser cambiados, Por lo que toca al Es­
tado, 110 pcsibilidad de cambio, pues en sus manos se 
ha puesto en exclusiyidad, el ejercicio de la acción penal. (112). 

El sujeto procesado no puede ser cambiado por otro. Si 
se enenen tra que él 110 cometió el hecho deliciuoso en cuestión, 
se le dejará en libertad. No es posible traer al mismo proceso 
él otro individuo; en todo caso se intentará de nuevo la acción 
penal. (113), 

En cnanto al .hecho que se considera delictuoso y que dió 
nacimiento a la relación jurídico-material de Derecho Penal, 
tampoco puede ser modificado, porque sería tanto como atribuir 
injustamente al sujeto, hechos que no realizó y consecuente­
mente imponerle una pena que no le corresponde. 

Anotamos en el inciso tercero del capítulo cuarto la cues­
tión relativa al cambio de la clasificación que el Juez dió a los 
hechos delictuosos en el auto de formal prisión. (inf1'a. pág. 66) 

(111) dr. Obra citada, pág. 52. 
(112) Articulo 21 de la Comt¡tución de los Estados Unidos Mexicanos, 

Artículo 2 del Código de Procedimientos Penales pcora el Distrito y 
Territorios Federales, 

(113) Artículo 422 frac. II del Código Federal de Procedimlentos Penales. 
Artículo 422 frac. II del Código de Procedimientos Penales del 
Distrito y Territorios Federales. 
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El artículo 19 Constitucional, en su segundo párrafo, or­
(lena: "Todo proceso se seguirá forzosamente por el delito o 
delitos señalados en el auto de formal prisión". 

Por cIelito debemos entender siguiendo la definición del 
Código Penal para el Distrito y Territorios Federales en su ar­
tículo lO . ..... e1 acto u omisión que sancionan las leyes penales" . 
. \cto u omisión imputado a uno o varios sujetos. Esto es 10 im­
portante y no el nombre o designación que se le de. 

El artículo 19 COl~stjtu('ional al hablar de delito, se refiere 
al acto u omisión imputado a nn individuo. que se encuentra 
sancionado por la ley penal. Puede suceder que el Juez se equi­
\"\)ql1C al clasificar el tipo penal. Ello no será impedimento pa­
ra \'ariar la clasificación ya que de lo contrario, el Juez tendría 
que absoh'er al procesado por el delito mencionado en el auto 
de formal prisión. que en realidad no cometió. Esto acarrearía 
el anular la facultad puniti\"a del Estado. 

Tomando en cuenta 10 señalado. la ley autoriza el cambio 
de clasificación del hecho c1elictuoso siempre y cuando se trate 
de lns mismos hechos. mas no de otros 11echos delictuosos, y se 
respete la garantía ele audiencia, escuchando al procesado en 
S11 defensa, sobre las conclusiones del Ministerio I)úblico. 

:-;iendo el Ministerio Público el órgano del Estado encar 
g'ado (k la persecuciún (le los delitos, se le ha autorizado para 
\'ariar la designación legal de los hechos delictuosos en el mo­
mento de formular conclusiones. 

En los artículos 292 y 293 del Código Federal de Procedi­
mientos Penales y 317 del Código de Procedimientos Penales 
para el Distrito y Territorios Federales, se han mencionado los 
requisitos que deberán reunir las cOl1clusiones formuladas por 
el ::\\ ¡nisterio Público. 

l.-Deberá fijar en proposiciones COl1cret:ls, los hechos pu­
nibles (Iue atribuya al acusado. Dentro de ellos deberá incluir: , -
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A.-Los elementos constitutivos del delito. 
B.~Las circunstancias que deban tomarse en cuenta para 

imponer la sanción. 
C.-Circunstancias peculiares del acusado .. 
n.-Propondrá las cuestiones de derecho que de ellos sur­

jan, citará las leyes, ejecutorias o doctrinas aplicables y tenni­
nará su pedimento en proposiciones concretas. 

Ello implica que se faculta al Ministerio Público a ·variar 
el nombre del delito en Sl1S conclusiones. Si dentro de las pro­
posiciones concretas ele hechos punibles. se incluye el delito y 
a sus elementos, lo que está realizando el Representante Social, 
es describir una conducta regulada por el ordenamiento penal. 
En el caso de que la clasificación de los hechos delictuosos. 
rL'alizada por el 1\1inister10 Público, no concuerde con la efec­
tuada por el Juez, éste, enviará las conclusiones al Procurador 
para que las modifique o confirme. (114). 

En este sentido se manifiesta la ejecutoria de la Supre­
ma Corte de Jnsiticia de la Nación que se transcribe: 

Clasificación del delito, call1bio de las conclusiones acu­
sat01'ias. 

Si el l\linisterio Público al formular conclusiones, cam­
bia la clasificación del delito y el acusado y quejoso 
fué oído en defensa durante el juicio propiamente tal. 
en consecuencia, el procedimiento fué legal y la sen­
tencia que Jo condenó por el nuevo delito 110 es "iola­
toria de garantías. (115) 

En virtud de que en las conclusiones, el Ministerio Públi­
co está solicitando se resuelva sohre determinado delito v se 
decrete la pena correspondiente de acuerdo con la ley, la 5e11-

( 1 J 4) Artículos 294 y 29') del Código Federal de Procedimientos Penales. 
Artículos 320 y 321 del Código de Procedimientos Penales para el 
Distrito y Territorios Federdes. 

(115) Ejecutor.ia ¿,ctada en el amparo direcio número 1394;59 Enrique 
Olvera González y CGag, 3 de julio de 1959 Ponente Rodolfo Chávez 

S. Semanario J\i&cial de la Fderación. Sexta época. Tomo XXV. 
pág. 28. 
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tencia que dicte el Juez no podrá rebasar las conclusiones for­
muladas por el 11inisterio Público: de otra manera, el Juez es­
taría tomando e11 sus manos la facultad del ejercicio de la ac­
ción penal que 110 le corresponde y por tanto violaría la garan­
tía del artículo 21 ele la Constitución. En el supuesto de que 
el auto ele formal prisión señalara el delito de homicidio y el 
.:\Iinisterio Público concluyera con el parricidio. el Organo Ju. 
risdiccional tendría la ohligación de condenar o absolver sobre 
el delito de parricidio. e\'ielentemente cumpliendo con el requi. 
sito de enviar las cOl1clusiolll's al Procurador para que las mo­
difique () con firme. 

Esta posición. ha sidtl sustentada pOJ- Nuestra Suprema, 
Corte ele Justicia. según se ¿tch'ierte en la ejecutoria que a con­
t inuación se trallscrihe: 

Conclusiones acusatorias del :Vlinisterio Público. El Juez 
no puede rebasarlas. 

El Organo Jurisdiccional no puede sancionar atendien­
do a la situación más grave que las consideradas por el 
.:\li11ister10 Público, pues en todo caso se advierte que 
el plieg-o acusatorio es notoriamente incongruente con 
las constancias procesales, debe hacerlo saber al Jefe 
l\'ato de la Institución: de 10 contrario su sentencia 
no puede rebazar los lineamientos acusatorios, porque 
de otra forma se infringe el artículo 21 de la Carta 
Magna y, además se causa indefensión al inculpado, 
quien se atiene a los puntos fijados en las conclusio­
nes del ?\linisterio Público, impungnándolas en las de 
la defensa o conformándose con ellas, en su caso, y 
aún los alegatos correspondientes a la audiencia final 
de la causa \'a11 siempre dirigidos a combatir o a con­
sentir la petición del Representante SociaL (116). 

----
(116) Ejecutoría dictada en el amparo directo número 2449/56. Guadalupe 

Mora Rodríguez. 24 de septiembre de 1957. Unanimid.ad de votos. 
Ponente Juan José González Bustamante. Semanario Judicial de la Fe­

deración. Sexta época. Tomo lIt pág, 47, 
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Volvemos a insistir, el hecho delictuoso que dió nacimien­
to a la acción penal, por ninhrlm concepto puede se modificado. 
La clasificación sí puede ser variada en atención a los intere­
ses sociales y públicos que en el proceso penal se dirimen. En 
doctrina mexicana, Franco Sodi, se manifiesta en este senti­
do. (117). 

8.,...-NO DISPONIBILIDAD. 

Derivada del carácter público del objeto ele estudio del pro­
ceso penal, encontramos la no disponibilidad de dicho objeto 
por parte de los sujetos del proceso. 

Eugenio F10r1an anota que ello significa que "las partes 
no tienen poder de menoscabar el hecho ni de manipularlo, ni 
de imponer versiones imaginadas ni tesis preestablecidas". (118) 

Siguiendo ese orden de ideas, las partes en el proceso no 
podrán celebrar acuerdos para que el Juez defina el hecho dé­
lictuoso de una manera. si es de otra. O bien que el Juez no to­
me en cuenta agravantes o atenuantes (Ille ~e hayan presentado. 

La razón de esta afirmación se basa en el carácter público 
del objeto del proceso penal en relación con los intereses que 
se protegen, mediante el ejercicio ele la acción penaL 

Fontecilla opina: ..... que las partes no pueden imponer al 
juez que defina el hecho punible C0!110 ellos desean. principio 
que también alcanza al Juez, en cierto modo y si hien puede de­
finir el hecho como mejor 10 estime (robo en vez de hurto) no 
puede cambiar el hecho mismo ... " (119) 

]<:'n el proceso civil las partes si pueden disponer del obje­
to del proceso, mediante transacciones, convenios u otras for­
mas; más en el proceso penal, por su carácter público, es im­
posible que las partes puedan disponer de su objeto ele estudio. 

De esta manera damos por terminado el estudio ele los ca­
racteres del objeto del proceso pena1. 

(117) 
( 118) 
( 119) 

cfr. Obra citada, pág. 31 6. 
Obra citada pág. 5 1 . 
Obra citada pág. 27. 
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CONCLUSIONES 

1.-Dentro del ámbito penal, al llevarse a cabe ~a condllc­
ta () hecho, se da la relación jurídico-material de Derecho Penal, 
entre el delincuente v el Estado. 

2.-La relación jurídico-material, a su YCZ, da nacimiento 
a la relación jurídicO--procesal, para así hacer efectiva la deter­
minación de la relación jurídico-'material ele Derecho Penal. 

El proceso penal se inicia cuanclo se integra la relación 
jurídic(>,procesal. u sea con el auto de radicación y concluye 
con la sentencia. 

-t.-Los períodos de averiguación previa y de ejecución de 
.~entencia en materia penaL se encuentran comprendidos dentro 
de 1 procedimiento penal, pero no pueden identificarse con el 
proceso pena1. 

5.-Atendiendo a S11 naturaleza jurídica, el procedimiento 
penal mexicano, es una relación de derecho que se da entre las 
personas que intervienen en él. 

6 . ...-Los períodos de averiguación pre\"ig, p~oceso penal ju­
~l y eJecución de sentencia, son relaciones jurídicas que se 
nistinguen en especie. 

l.-La relación jurídico-procesal es de carácter autónomo, 
público, complejo, irrenunciable y progresivo. 

R-El contenido de la relación jurídico-procesal es una se­
ri" de derecho y übligaciones que se dan entre los sujetos que 
la integran. 

9.~Los sujetos principales de la relación jurídico-procesal, 
son: el Juez, el ~linisterio Público y el acusado, asesorado por 
su d¡)ensor. 

,/' 1O . ...-El objeto del proceso penal mexicano es la relaciÓn 
.... ---- -- --'-' 

jurídico-material de Derecho Penal que surge a raíz de la co-
misión del delito. y se clasifica en atención él los intereses pú­
blicos ...1. pri:::.~dos q~!~ se protegen . 

. ¡p .... /l J.-Cuando se trata de . públicos, se clasifica co-
.. "' ~ ~ 
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mo principal o necesario, y corresponde al estudio ele la rela­
ciól~1-Ídico-material ele Derecho Penal. 

v IZ.-Dentro del objeto público debe incluirse también lo 
relativo a la reparacióndeT'da'fio, ,.....,cuando el obligado sea el 
que 10 causó- )r a i;a~d';;-'la-;;t1lta, ambos por su carácter de 
penaA)ública. 

v/'13.-Cuando se refiere a los intereses privados debe ha­
blarse de obj~!() ac~es()rio. Dentro deT';bjeto-acce~Qtio se en­
cuentran aquellas relaciones jurídicas nacidas a partir de la 
comisión del delito que no tienen carácter público y que son: 
reparación del daño exigible a terceros, gastos y costas (en las 
legislaciones que 10 ac.eptan), resarcimiento del daño que pue­
de exigir el acusado en caso de ser absuelto. 

14rDel @ráct,:.f pÚhlico del ol:~.i.~Q del proceso penal, se 
derivan las siguientes características: 

1.-lb.!iSl<:t9-! en el sentido de que en el proceso penal, de­
he ser estudiada una sola relación jurÍdico~material de Derecho 
Penal. • 

II.-Indi\~i<1t1aJid~d entendiendo por tal, aquella singulari­
dad que permita identificar y distinguir el objeto del proceso 
penal, de otros objetos de estudio. 

IIT.--,I!2t~g~ic1~d~ en tanto que el Organo Jurisdiccional 
debe tomar en cuenta todos aquellos elementos de la rdación 
jurídico.material de Derecho Penal, que influyen en las conse­
cuencias jurídicas aplicables al hecho delictuoso. 

1 V.-I llClivisibilidad , que significa estudiar el objeto del 
proceso penal, sin separar cuestión alguna. 

V.-Inmutahilidad, como característica derivada del carác-
-.t..-.._.~_,.,,_~ 

ter público del objeto de) proceso pen~¡J. Se refi~re a que el 
hecho delictu_oso no puede ser variado; pero la designación le­
gal que se le de, si puede ser modificada por el Ministerio 'PÚ­
blico. 

VI...-1'J9 disQ9nibil~d del objeto del proceso penal ya que 
las partes no pueden modificar el hecho delictuoso, ni celebrar 
convenios respecto a él. 
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